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Casación Laboral – Sala de Descongestión n.°1 Tema:

tutela contra providencia judicial. Derecho a la pensión de invalidez. Aplicación del principio de condición más
beneficiosa. Reiteración de jurisprudencia Magistrado ponente:

Juan Carlos Cortés González Bogotá, D. C., diecisiete (17) de octubre de dos mil veinticinco (2025) La Sala Segunda de
Revisión de la Corte Constitucional, integrada por la magistrada Lina Marcela Escobar Martínez y los magistrados
Vladimir Fernández Andrade y Juan Carlos Cortés González, quien la preside, en ejercicio de sus competencias
constitucionales y legales, ha proferido la presente SENTENCIA En el trámite de revisión del fallo de primera instancia,
proferido el 25 de febrero de 2025 por la Sala de Casación Penal – Sala de Decisión de Tutelas n.° 3 de la Corte Suprema
de Justicia , el cual negó la protección solicitada al considerar que la decisión controvertida no incurrió en
desconocimiento del precedente jurisprudencial.

Así como de la sentencia de segunda instancia del 23 de abril de 2025 dictada por la Sala de Casación Civil, Agraria y
Rural de la Corte Suprema de Justicia, la cual confirmó la decisión de primera instancia.

Aclaración previa. Reserva de la identidad. La divulgación de esta providencia puede afectar los derechos a la intimidad
de la accionante, al contener información sobre su historia clínica. Por lo tanto, de conformidad con lo dispuesto en la
Circular Interna n.° 10 de 2022 de la Corte Constitucional, esta sentencia se registrará en dos archivos: uno con el
nombre real de la accionante, que la Secretaría General remitirá a las partes y autoridades involucradas, y otro con un
nombre ficticio, el cual seguirá el canal previsto por esta Corporación para la difusión de información pública.

Síntesis de la decisión ¿Qué estudió la Corte? La Corte Constitucional estudió una acción de tutela interpuesta en contra
de una sentencia de casación. La decisión acusada fue emitida en el trámite del proceso ordinario laboral que la
accionante adelantó en contra de Colpensiones y cuya pretensión principal era el reconocimiento de la pensión de
invalidez en virtud de la aplicación del principio de condición más beneficiosa. Al respecto, la accionante indicó que la
decisión de negar la prestación pensional fue resultado del desconocimiento del precedente constitucional. Lo anterior,
por considerar que la entidad accionada no aplicó de manera plusultractiva los requisitos contemplados en el Acuerdo
049 de 1990, sin considerar que es una persona en situación de vulnerabilidad.



Por el contrario, Colpensiones concluyó que el régimen aplicable al caso concreto era el vigente al momento de la
estructuración de la invalidez, es decir la Ley 860 de 2003. Como la reclamante no cumplía con los requisitos
contemplados en el artículo 1º de dicha normativa, la entidad accionada concluyó que ella no tenía derecho a la
prestación pensional solicitada.

¿Qué consideró la Corte? La Sala reiteró que el derecho a la seguridad social es una garantía irrenunciable y corresponde
al conjunto de medidas institucionales que buscan otorgar progresivamente garantías a las personas y familias para que
puedan afrontar los riesgos sociales que les impidan el normal desarrollo de sus actividades laborales y personales.
Asimismo, recordó que las pensiones procuran materializar los derechos a la dignidad humana, mínimo vital, seguridad
social y vida digna al garantizar las condiciones materiales básicas. De la misma forma, insistió en que la pensión de
invalidez es una prestación económica que reciben los afiliados al Sistema General de Pensiones que sufren una
enfermedad o un accidente de origen común o laboral que anula o disminuye su capacidad laboral. Lo anterior, con el
objetivo de proveer un ingreso que garantice sus necesidades básicas.

Por otro lado, recordó que, por regla general, el régimen aplicable para el reconocimiento de la pensión de invalidez es
aquel vigente al momento de su estructuración. Sin embargo, bajo el principio de condición más beneficiosa, es posible
aplicar un régimen previo a la estructuración de la invalidez. Dicho principio se fundamenta en el artículo 53
constitucional y tiene la finalidad de salvaguardar las expectativas legítimas de los afiliados cuando se modifican los
requisitos para acceder a la pensión y el legislador no prevé un régimen de transición. De la misma forma, recordó que la
Corte Constitucional ha establecido que, en virtud de la condición más beneficiosa, es posible aplicar las semanas de
cotización contempladas en el Acuerdo 049 de 1990. Sin embargo, esto solo puede ocurrir respecto de aquellos
solicitantes que se encuentran en una situación de especial vulnerabilidad.

Sobre este punto, la Sala recordó que, si bien en un momento se acudió al test de procedencia para acreditar dicha
situación, recientemente se ajustó la jurisprudencia constitucional y se concluyó que la verificación de la situación de
vulnerabilidad debe efectuarse de acuerdo al principio de libertad probatoria.

De igual manera, la Sala resaltó que el precedente hace referencia a la sentencia o grupo de ellas que fueron emitidas en
casos anteriores y que, por su pertinencia y semejanza, deben considerarse al momento de emitir un nuevo fallo. Ello, de
acuerdo con los principios de seguridad jurídica, igualdad y legalidad. Además, recordó que las autoridades judiciales,
incluidos los órganos de cierre de las jurisdicciones, deben respetar la interpretación vinculante que realice la Corte
Constitucional, por cuanto esta interpretación da alcance a los derechos fundamentales y al propio texto constitucional.
Por otro lado, reiteró que las autoridades judiciales incurren en defecto por desconocimiento del precedente cuando, a
pesar de existir un precedente vinculante, se apartan del mismo sin ofrecer razones suficientes. Finalmente, evidenció
que la carga de transparencia y argumentación resulta más exigente cuando se trata de apartarse del precedente
constitucional.

¿Qué decidió la Corte? La Sala evidenció que la autoridad judicial accionada incurrió en un defecto por desconocimiento
del precedente al concluir que a la accionante no le era aplicable el principio de condición más beneficiosa y, por el
contrario, el reconocimiento pensional debía regularse por la ley vigente al momento de la estructuración de la invalidez.
Esto en contravía de la jurisprudencia constitucional, la cual ha dictaminado que, en casos similares al de la accionante,
se debe aplicar de manera plusultractiva el Acuerdo 049 de 1990. Pues, la accionante (i) es una persona en situación de
vulnerabilidad en virtud de su edad, su diagnóstico médico y su situación económica y (ii) cumplía con los requisitos
establecidos por la jurisprudencia constitucional para la aplicación plus ultractiva del Acuerdo 049 de 1990 respecto del
requisito mínimo de semanas de cotización para el reconocimiento de la pensión de invalidez.



Esto por cuanto la accionante contaba con una PCL del 80.20%, con fecha de estructuración durante la vigencia de la
Ley 860 de 2003. Además, pese a que no acreditó haber cotizado 50 semanas dentro de los tres años inmediatamente
anteriores a la fecha de la estructuración de la invalidez, para la fecha en la que entró en vigor la Ley 100 de 1993, la
accionante acreditó haber cotizado 300 semanas.

Sobre este asunto la Sala evidenció que la demandada decidió apartarse del precedente constitucional. Al respecto, indicó
que la accionada cumplió con la carga de transparencia, pues identificó el precedente constitucional previsto en las
sentencias SU-442 de 2016 y SU-556 de 2019 sobre la aplicación plusultractiva del Acuerdo 049 de 1990 en virtud del
principio de condición más beneficiosa e indicó que dichas providencias permiten la operancia de este principio respecto
de normativas diferentes a la inmediatamente anterior a la fecha de estructuración de la invalidez. No obstante, no
cumplió con el deber de argumentación suficiente, pues no bastaba con invocar el precedente de la Corte Suprema de
Justicia para apartarse de la jurisprudencia de la Corte Constitucional, sino que debía exponerse una motivación
relacionada con la forma en que se justificaba la afectación de los principios de seguridad jurídica, igualdad, buena fe y
coherencia al inaplicar el precedente constitucional. Por el contrario, la argumentación presentada únicamente se fundó
en expresar que existe un desacuerdo con el precedente establecido por esta Corporación, por lo que procedía seguir la
jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia respecto de esta materia.

¿Qué ordenó la Corte? En consecuencia, la Sala (i) revocó las sentencias de instancia y, en su lugar, concedió el amparo
de los derechos fundamentales de la accionante a la dignidad humana, la seguridad social, al mínimo vital y al debido
proceso ;

(ii) dejó sin efectos la sentencia de casación que no casó la sentencia de segunda instancia emitida en el marco del
proceso ordinario presentado por la accionante en contra de Colpensiones; (iii) ordenó a Colpensiones que, dentro de los
cinco días hábiles siguientes a la notificación de la sentencia, reconozca la pensión de invalidez a la accionante a partir
de la fecha de interposición de la acción de tutela y (iv) ordenó que Colpensiones y la accionante celebren un acuerdo de
pago con el fin de que esta última, sin afectar su mínimo vital, realice la devolución de las sumas de dinero que
efectivamente haya recibido por concepto de indemnización sustitutiva de la pensión de vejez. De no llegar a un acuerdo,
autorizó a Colpensiones a descontar el valor requerido mes a mes, durante el tiempo que sea necesario y de la suma que
deba cancelar a la accionante por la prestación pensional, sin afectar el mínimo vital de la tutelante, hasta cubrir el total
de la indemnización sustitutiva de pensión de vejez.

Finalmente, (v) ordenó desvincular al Patrimonio Autónomo de Remanentes del Instituto de Seguros Sociales en
Liquidación y a Nathaly Guzmán Triviño, Linda Tatiana Vargas Ojeda, Juan David Valdés Portilla y Carlos Alberto
Vélez Alegría del trámite de la acción de tutela T-11.189.588.

I. ANTECEDENTES 1. Hechos que dieron origen al proceso ordinario laboral 1. Patricia nació el 29 de junio de 1952
[1] , por lo que tiene 73 años.

La accionante efectuó aportes al Instituto de Seguros Sociales (ISS), hoy Colpensiones, desde el 13 de noviembre de
1973 hasta el 31 de marzo de 2005 [2] . En consideración de su situación económica y ante la imposibilidad de continuar
con las cotizaciones correspondientes, el 23 de septiembre de 2008 solicitó al ISS el reconocimiento y pago de la
indemnización sustitutiva de pensión de vejez [3] .

Mediante Resolución n.° 021998 de 2008, el ISS le reconoció a la accionante indemnización sustitutiva de la pensión de
vejez por $2.759.220 M/cte y le contabilizó 452 semanas de cotización [4] .

2. Ante el deterioro de su salud, el 8 de junio de 2016, la accionante presentó solicitud de revocatoria directa de la
Resolución n.° 021998 de 2008. En consecuencia, solicitó que le fuera reconocida la pensión de invalidez [5] .



Sin embargo, mediante Resolución GNR 199376 del 06 de julio de 2016, Colpensiones negó la solicitud de la referencia
al considerar que la accionante no había sido calificada con una pérdida de capacidad laboral del 50% o mayor.

3. Mediante radicado n.° 2019_16351215 del 5 de diciembre de 2019, la accionante solicitó a Colpensiones que se le
realizara la calificación de pérdida de capacidad laboral correspondiente. Sin embargo, mediante comunicación n.°
2020_167997 del 7 de enero de 2020, la entidad negó dicha solicitud al considerar que la accionante había sido
beneficiaria de la indemnización sustitutiva y dicha prestación “[era] incompatible con el trámite [de calificación]
solicitado” [6] . Por lo anterior, la tutelante presentó acción de tutela y, mediante sentencia, el Tribunal Superior del
Distrito Judicial de Cali – Sala Laboral ordenó a Colpensiones la realización de la calificación de pérdida de capacidad
laboral.

El 4 de noviembre de 2020, Colpensiones emitió dictamen médico laboral n.° 3762290, en el cual determinó que la
accionante tenía una pérdida de capacidad laboral del 80.20%, la cual se estructuró el 10 de abril de 2013 [7] . Lo
anterior, por cuanto se reconoció que la accionante fue diagnosticada con osteoporosis, osteomielitis crónica,
traumatismo del nervio ciático, trastorno mixto de ansiedad y depresión, neuromielitis óptica, ceguera en ambos ojos y
atrofia óptica [8] .

4. El 30 de marzo del 2021, a través del radicado 2021_3778845, la accionante solicitó nuevamente ante Colpensiones el
reconocimiento y pago de pensión de invalidez. Ello con fundamento en el principio de condición más beneficiosa y en
concordancia con lo establecido en las sentencias SU-442 de 2016 y SU-556 de 2019. Adicionalmente, indicó que
contaba con 300 semanas cotizadas antes del 01 de abril de 1994. Sin embargo, a través de la Resolución n.° SUB130689
del 01 de junio de 2021, Colpensiones negó la prestación solicitada, por considerar que la accionante ya había recibido
una indemnización sustitutiva de pensión de vejez, la cual resultaba incompatible con la pensión de invalidez [9] .

5. Con fundamento en lo anterior, mediante radicado 2021_7148461 del 24 de junio de 2021, la accionante solicitó la
revocatoria directa de la Resolución n.° SUB130689 del 01 de junio de 2021 y que, en su lugar, se emitiera un nuevo
acto administrativo mediante el cual le fuera reconocida la pensión de invalidez.

Sin embargo, a través de la Resolución n.° SUB207690 del 31 de agosto de 2021, Colpensiones concluyó que la
accionante no cumplía con el requisito de 50 semanas cotizadas dentro de los tres años anteriores a la estructuración de
la invalidez. Adicionalmente, reiteró que la pensión de invalidez resulta incompatible con la indemnización sustitutiva de
pensión de vejez.

2. Proceso judicial ordinario ante la jurisdicción laboral 2.1 . Sentencia de primera instancia 6. El 23 de septiembre de
2021, mediante apoderado judicial, la ahora accionante presentó proceso ordinario laboral en contra de Colpensiones. En
primera instancia, el conocimiento del asunto le correspondió por reparto al Juzgado 018 Laboral del Circuito de Cali.
Mediante Sentencia del 14 de enero de 2022 ese despacho condenó a Colpensiones a reconocer y pagar a favor de la
accionante pensión de invalidez desde el 10 de abril de 2013, por un valor de 1 SMMLV [10] .

De la misma forma, autorizó el descuento de las sumas correspondientes a los aportes de seguridad social en salud y a la
indemnización sustitutiva de pensión de vejez cancelada con anterioridad.

7. Al respecto, el despacho estableció que si bien la accionante no cumplía con los requisitos establecidos en la Ley 860
de 2003 para acceder a la pensión de invalidez, al analizar el caso según el test de procedencia establecido en la
Sentencia SU-556 de 2019, se evidenció que se trataba de (i) una persona de 69 años, que había sido diagnosticada con
padecimientos graves, degenerativos, crónicos y catastróficos; (ii) que la falta de reconocimiento de la pensión de
invalidez afectaba directamente la satisfacción de su derecho al mínimo vital y (iii) que la accionante fue diligente al
momento de solicitar el reconocimiento pensional, toda vez que el dictamen de pérdida de capacidad laboral fue emitido



el 4 de noviembre de 2020, la reclamación pensional se presentó el 30 de marzo de 2021 y la demanda se promovió el 23
de septiembre de 2021.

2.2 . Sentencia de segunda instancia 8. El 21 de octubre de 2022, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali – Sala
Primera Laboral resolvió el grado jurisdiccional de consulta, en concordancia con lo establecido en el artículo 69 del
Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social – CPTSS.

En esta oportunidad, la Sala decidió revocar la sentencia de primera instancia y, en su lugar, declarar probadas las
excepciones de inexistencia de la obligación y carencia de derecho. Por lo anterior, absolvió a Colpensiones de todas las
pretensiones.

9. Al respecto, estableció que en la Sentencia SU-556 de 2019 la Corte Constitucional concluyó que cuando se trata de
una persona en situación de vulnerabilidad y en incapacidad de resistir frente a un alto grado de afectación de sus
derechos fundamentales, se debe hacer una interpretación más extensiva del principio de condición más beneficiosa. Lo
anterior, con el objetivo de abarcar la situación de aquellas personas que consolidaron el número de semanas exigido
bajo el régimen anterior a la Ley 100 de 1993 en su versión original. Esto en aplicación del test de procedencia y con el
objetivo de verificar quiénes son los destinatarios del régimen de excepción.

10. Sin embargo, concluyó que esa interpretación se encuentra en contravía de lo establecido por la Sala de Casación
Laboral de la Corte Suprema de Justicia, toda vez que la jurisprudencia de esa alta Corte ha concluido que el principio de
la condición más beneficiosa solo abarca el régimen inmediatamente anterior al de la ocurrencia del hecho que genera la
prestación y por un término preciso o periodo de transición. En consecuencia, el principio de condición más beneficiosa
en vigencia de la Ley 860 de 2003 solo se puede aplicar (i) respecto de la norma inmediatamente anterior, es decir la Ley
100 de 1993 en su versión original; (ii) siempre y cuando el hecho generador de la prestación ocurriera en los tres años
siguientes de la entrada en vigor de la Ley 860 de 2003 y (iii) se cumpla con el supuesto de semanas exigidas en la Ley
100 de 1993 en su versión original, en cualquiera de sus condiciones, pero en dos momentos precisos, la entrada en
vigencia de Ley 860 de 2003 y la fecha de la estructuración del estado de invalidez.

11. Adicionalmente, estableció que si bien el precedente de la Corte Constitucional es vinculante, en la Sentencia SU-556
de 2019 también se destacó que “la intelección dada por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, al
principio de condición más beneficiosa es razonable y adecuado a los fines de la seguridad social” [11] .

Asimismo, indicó que en la Sentencia SL4276 de 2022 la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia
decidió apartarse del precedente establecido en la Sentencia SU-556 de 2019 y mantener la postura según la cual el
principio de condición más beneficiosa solo habilita el estudio de la prestación con la norma inmediatamente anterior a
la vigente. Lo anterior, al considerar que “normas tales como el Acuerdo 049 de 1990 (…) no pueden aplicarse de forma
indefinida bajo el amparo de la condición más beneficiosa, pues tal situación, desconoce el ordenamiento jurídico
vigente y permitiría la aplicación retroactiva de la ley” [12] .

12. Por todo ello, al estudiar el caso concreto indicó que la condición más beneficiosa es una figura creada para proteger
expectativas legítimas de personas que se encontraban en una situación jurídica específica. En consecuencia, es aplicable
de manera temporal. Particularmente, en relación con la pensión de invalidez, este tránsito abarca entre el 26 de
diciembre de 2003 y el 26 de diciembre de 2006, periodo en el cual no se estructuró la situación de invalidez de la
accionante. Asimismo, estableció que incluso si se admitiera la aplicación de la Ley 100 de 1993, en cuanto régimen
inmediatamente anterior, la accionante no cumplía con los requisitos para acceder a la pensión de invalidez solicitada,
pues, no acreditó las 26 semanas de cotización en el año anterior a la estructuración de la invalidez, de conformidad con
el artículo 39 de dicho cuerpo normativo.



2.3 . Recurso extraordinario de casación 13. Mediante apoderado judicial, la accionante presentó recurso extraordinario
de casación. En particular, argumentó que la sentencia emitida por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali
incurrió en un yerro por la violación directa de la ley sustancial, debido a una interpretación errónea del artículo 6° del
Decreto 758 de 1990 [13] y el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, respecto de los artículos 48 y 53 de la Constitución
Política.

14. En específico, señaló que el tribunal realizó una interpretación errónea del principio de condición más beneficiosa, lo
cual conllevó a que se estableciera que no era posible realizar una aplicación plusultractiva del Decreto 758 de 1990,
aprobatorio del Acuerdo 049 de 1990. Según lo establecido por dicha autoridad, el reconocimiento de la pensión de
invalidez solicitada debía regirse por el artículo 1º de la Ley 860 de 2003. Adicionalmente, afirmó que, si bien en la
sentencia controvertida dicha autoridad judicial abordó la aplicación del principio de condición más beneficiosa, decidió
adoptar el precedente establecido por la Corte Suprema de Justicia y apartarse de las sentencias SU-442 de 2016 y SU-
556 de 2019. En consecuencia, la sentencia concluyó que solo se puede aplicar la norma inmediatamente anterior y no es
posible efectuar una búsqueda de aquella que se ajuste a la situación particular del demandante y de esa manera,
acreditar el cumplimiento de los requisitos para acceder a la prestación de la referencia.

15. Mediante Sentencia del 13 de noviembre de 2024, la Sala de Descongestión n.°1 de la Sala de Casación Laboral de la
Corte Suprema de Justicia resolvió no casar la sentencia de segunda instancia. Al respecto, estableció que, por regla
general, la norma que regula la invalidez es la vigente para la fecha de la estructuración del riesgo y no se previeron
regímenes de transición para esta clase de prestación. Por lo que la norma aplicable a este caso es el artículo 1º de la Ley
860 de 2003. Sin embargo, la accionante no cumplió con los requisitos establecidos en esa disposición para el
reconocimiento de la pensión de invalidez.

16. Asimismo, recordó que la jurisprudencia de esa Sala ha establecido que no es viable dar aplicación a la
plusultractividad de la ley, pues esto (i) desconoce que las leyes sociales son de aplicación inmediata y, en principio,
rigen hacia futuro;

(ii) resquebraja el valor de la seguridad jurídica respecto a la norma aplicable en detrimento de los intereses generales;
(iii) ignora la potestad de configuración legislativa de los sistemas pensionales y la temporalidad de los regímenes de
transición y (iv) altera la estabilidad y las proyecciones financieras, comprometiendo la realización de los derechos de las
generaciones futuras.

17. Sin embargo , en virtud del principio de la condición más beneficiosa, “se admite la aplicación de la normatividad
inmediatamente anterior, siempre que el afiliado cumpla los requisitos de aquella en el tiempo en que surtió efectos y,
adicionalmente, en el lapso que antecede a la estructuración de su invalidez, según las reglas que han sido ampliamente
desarrolladas jurisprudencialmente” [14] . Además, precisó que la jurisprudencia ha admitido que “el postulado de la
condición más beneficiosa para acceder a la pensión de invalidez opera con todo vigor entre la Ley 100 de 1993 y la Ley
860 de 2003, por un lapso de tres años, esto es, del 26 de diciembre de 2003 al mismo día y mes de 2006”.

18. Finalmente, concluyó que el Tribunal no incurrió en ningún yerro pues en este caso no se encontraban satisfechos los
presupuestos para la aplicación del postulado de la condición más beneficiosa, conforme a la jurisprudencia de esa alta
Corte y la accionante no tenía un derecho adquirido bajo el Acuerdo 049 de 1990. Por ende la solicitud de la pensión de
invalidez debía decidirse con fundamento en lo previsto en el artículo 1º de la Ley 860 de 2003, el cual exige que quien
solicita la prestación haya cotizado al menos 50 semanas, las cuales no fueron acreditadas por la accionante.

3. Acción de tutela objeto de revisión 19. El 11 de febrero de 2025, la accionante interpuso acción de tutela en contra la
Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Laboral – Sala de Descongestión n.°1 [15] .



Al respecto, indicó que la sentencia emitida en sede de casación se apartó de los postulados establecidos en las
sentencias SU-442 de 2016 y SU-556 de 2019.

Por lo anterior, solicitó que se ampararan sus derechos a la igualdad, petición, dignidad humana, mínimo vital, salud,
seguridad social, debido proceso, seguridad jurídica y acceso a la administración de justicia [16] . En consecuencia, que
se declarara “la nulidad” de la Sentencia SLXXX-2024 y, en su lugar, se ordenara a Colpensiones reconocerle y pagarle
la pensión de invalidez.

3.1. Trámite en sede de tutela 20. Mediante Auto del 12 de febrero de 2025, la Sala de Decisión de Tutelas n.° 2 de la
Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia admitió la referida acción de tutela [17] . Asimismo, ordenó
vincular a la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali; al Juzgado 018 Laboral de esa misma
ciudad; a la Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones, quien fue parte demandada en el proceso
ordinario; al Patrimonio Autónomo de Remanentes del Instituto de Seguros Sociales en Liquidación y como personas
naturales al señor Juan David Valdés Portilla, quien fungió como apoderado de Patricia dentro del proceso ordinario
laboral y a los abogados Nathaly Guzmán Triviño, Linda Tatiana Vargas Ojeda y Carlos Alberto Vélez Alegría, quienes
fueron apoderados de Colpensiones durante el proceso ordinario laboral [18] .

3.2. Contestación de Colpensiones [19] 21. La entidad solicitó que se declarara la improcedencia de la acción. Esto por
considerar que ninguna de las decisiones adoptadas en el proceso ordinario laboral incurrió en vicio, defecto o
vulneración de derechos fundamentales. Al respecto, indicó que (i) la tutela no es el mecanismo adecuado para la
protección de los derechos de la accionante, pues esta no puede implicar una tercera instancia y no se cumplen con las
causales específicas de procedibilidad; (ii) el decidir de fondo las pretensiones de la accionante invade la órbita del juez
ordinario y (iii) se configura el fenómeno de cosa juzgada, toda vez que el caso ya había sido estudiado de manera
definitiva por un juez, quien no accedió a las pretensiones de la accionante.

3.3. Contestación del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali 22. Esa autoridad informó que el proceso ordinario
laboral fue repartido el 8 de febrero de 2022. Mediante Sentencia del 21 de octubre de 2022, se resolvió revocar la
Sentencia del 14 de enero de 2022 y, en su lugar, declarar probadas las excepciones de inexistencia de la obligación y
carencia del derecho propuestas por Colpensiones, por lo que se absolvió a la entidad demandada. Asimismo, afirmó que
la decisión de la referencia fue debidamente notificada.

23. Por otro lado, informó que el 1 de noviembre de 2022 se presentó recurso extraordinario de casación, el cual fue
concedido mediante auto interlocutorio n.° 078 del 16 de agosto de 2023. En consideración de la Sentencia del 13 de
noviembre de 2024, emitida por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, el Tribunal dictó auto de
obedézcase y cúmplase, por lo que el 3 de diciembre de 2024 se devolvió el expediente al despacho de origen.

3.4. Contestación del Patrimonio Autónomo de Remanentes del Instituto de Seguros Sociales en Liquidación [20] 24. La
entidad solicitó que se declarara la improcedencia del amparo y se ordenara su desvinculación, al carecer de legitimación
en la causa por pasiva. Lo anterior, en la medida en la que: (i) “ no fue parte, ni estuvo vinculad[a] en calidad alguna al
proceso ordinario laboral” [21] ;

(ii) no encontró que la accionante haya radicado petición alguna respecto de los hechos y las pretensiones de la acción de
tutela ante la entidad; (iii) no tiene injerencia en la presunta vulneración de los derechos invocados, toda vez que estos
tienen fundamento en los fallos emitidos por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia y de la Sala
Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali y (iv) no tiene competencia para pronunciarse respecto del
Régimen de Prima Media con Prestación Definida, ya que esto le corresponde directamente a Colpensiones en cuanto
administradora de dicho régimen y entidad competente para atender cualquier requerimiento relacionado con el
reconocimiento y pago de prestaciones sociales.



3.5. Contestación del Juzgado 018 Laboral del Circuito de Cali [22] 25. Informó que el proceso ordinario laboral le fue
repartido el 23 de septiembre de 2021 y se profirió sentencia el 14 de enero de 2022. En consideración a que no se
presentó recurso alguno en contra de la decisión, el proceso se remitió a la Sala Laboral del Tribunal Superior del
Distrito Judicial de Cali para que se surtiera el grado jurisdiccional de consulta. En virtud de la decisión proferida por el
superior, el despacho emitió el auto de obedézcase y cúmplase n.° 2177 del 19 de diciembre de 2024, ordenó la
liquidación de las costas procesales y dispuso el archivo de las actuaciones.

3.6. Contestación de la Sala de Descongestión n.°1 de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia [23]
26. Indicó que del escrito de tutela se desprende que el reproche constitucional recae en que no se le hubiese otorgado a
la accionante la pensión de invalidez, pese a que ella consideraba que le resultaba aplicable el principio de condición más
beneficiosa. En consecuencia, la accionante concluyó que su proceso debía ser resuelto bajo los postulados del Acuerdo
049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 de 1990.

27. Sin embargo, se estableció que el estado de invalidez de la accionante se estructuró el 10 de abril de 2013, por lo que
la norma que debe regular la situación debatida es el artículo 1º de la Ley 860 de 2003. Esta disposición exige que la
afiliada hubiese cotizado 50 semanas en los últimos tres años inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración de
la incapacidad. Sin embargo, la accionante no acreditó haber cumplido con los mencionados requisitos. Asimismo, no
demostró haber cotizado 25 semanas en este mismo periodo de tiempo, por lo que tampoco cumple con los requisitos
establecidos en el artículo 1.2 de la Ley 860 de 2003, el cual resulta aplicable para aquellos casos en los que se hubiese
alcanzado un 75% de las cotizaciones necesarias para obtener la pensión de vejez.

28. Frente a la aplicación del principio de condición más beneficiosa, indicó que esa Corporación ha reiterado que no es
posible dar aplicación a la plusultractividad de la ley. Lo anterior, al considerar que hacer una búsqueda de legislaciones
anteriores a fin de determinar cuál precepto se ajusta a las condiciones particulares de la demandante, desconoce que las
leyes de seguridad social son de aplicación inmediata y, en principio, rigen hacia futuro. De la misma forma, afirmó que
en la decisión controvertida explicó las razones para apartarse del precedente establecido por la Corte Constitucional, el
cual establece que es posible aplicar el Acuerdo 049 de 1990 en virtud del principio de condición más beneficiosa
cuando se supera el test de procedencia .

29. En consecuencia, concluyó que en este caso no era procedente el reconocimiento de la pensión de invalidez en virtud
del principio de la referencia, pues la accionante no cumplía con los requisitos establecidos en el artículo 39 de la Ley
100 de 1993 en su versión original.

Ello por cuanto no cotizó 26 semanas en el año previo a la invalidez y su situación de discapacidad se estructuró el 10 de
abril de 2013, lo que supera la temporalidad de tres años establecidos por esa entidad.

30. Finalmente, concluyó que la decisión controvertida respetó el precedente jurisprudencial, toda vez que se aplicó la
línea jurisprudencial vigente de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, órgano de cierre de la
jurisdicción ordinaria laboral.

Adicionalmente, afirmó que la decisión de la referencia observó los principios de suficiencia y transparencia necesarios
para apartarse del precedente constitucional.

4. Decisiones judiciales objeto de revisión 4.1. Sentencia de primera instancia [24] 31. El 20 de febrero de 2025, la Sala
de Casación Penal – Sala de Decisión de Tutelas n.° 3 de la Corte Suprema de Justicia negó el amparo invocado [25] .

Consideró que la entidad accionada no incurrió en defecto por desconocimiento del precedente jurisprudencial. Por el
contrario, la decisión cuestionada se fundamentó en la aplicación de la línea jurisprudencial que la Sala de Casación
Laboral ha establecido sobre esa materia, esto en su condición de órgano de cierre de la jurisdicción ordinaria.



Adicionalmente, indicó que en la providencia cuestionada, la accionada explicó por qué se apartó del precedente
establecido en las sentencias SU-442 de 2016 y SU-556 de 2019.

4.2. Impugnación [26] 32. Mediante escrito del 14 de marzo de 2025, la accionante impugnó el fallo de primera
instancia. Al respecto, indicó que la sentencia de casación no se pronunció respecto de su estado de debilidad manifiesta
relacionado con su situación de discapacidad y la ausencia de recursos económicos. De la misma forma, afirmó que la
sentencia cuestionada no aplicó de fondo los principios de favorabilidad, in dubio pro operario y condición más
beneficiosa.

33. Asimismo, solicitó que el recurso de impugnación se resolviera en concordancia con los parámetros y lineamientos
establecidos por la Corte Constitucional en las sentencias SU-299 de 2022, SU-072 de 2024 y SU-556 de 2019. Por otro
lado, requirió que, de confirmarse la decisión impugnada, esta fuera motivada en debida forma y se explicara de manera
clara la razón por la cual se niega la pensión de invalidez, pese a que se cumplen con los requisitos establecidos en cuatro
sentencias de unificación de la Corte Constitucional.

4.3. Sentencia de segunda instancia [27] 34. El 23 de abril de 2025, la Sala de Casación Civil, Agraria y Rural de la
Corte Suprema de Justicia confirmó la sentencia de primera instancia. En particular, argumentó que la decisión
controvertida se encuentra motivada y contiene consideraciones “respetables del ordenamiento jurídico”.
Adicionalmente, no evidenció que incurriera en vías de hecho, ni advirtió la ocurrencia de un perjuicio irremediable,
“más allá de que la determinación adoptada por la Sala accionada sea adversa a los intereses de la accionante sin que
ello, por sí solo, configure un motivo para que el Juez constitucional intervenga” [28] .

35. De la misma forma, afirmó que las conclusiones no resultan arbitrarias, sino que se ajustan a la postura establecida
por la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia. Esto pues el precedente de esa
Corporación establece que, en virtud del principio de condición más beneficiosa, solamente es admisible acudir a la
normativa inmediatamente anterior a la que se encuentra vigente al momento de causarse el hecho. Además, la
providencia objeto de controversia no desconoció los fallos SU-442 de 2016 y SU-556 de 2019, pues la Sala accionada
cumplió con el deber de transparencia al identificar el precedente y explicar detalladamente los motivos por los que se
apartó del mismo.

5. Actuaciones en sede de revisión 5.1. Selección del expediente 36. El 26 de junio de 2025, la Sala de Selección de
Tutelas Número Seis profirió auto mediante el cual escogió el expediente T- 11.189.588 para revisión y lo repartió a la
Sala Segunda de Revisión. El 14 de julio de 2025, la Secretaría General de esta Corporación remitió el expediente al
despacho del magistrado sustanciador para lo de su competencia [29] .

5.2. Decreto oficioso de pruebas [30] 37. Mediante Auto del 25 de julio de 2025, el magistrado sustanciador profirió auto
de pruebas para precisar los hechos que dieron origen a la acción de tutela y establecer las actuaciones adelantadas por
las entidades accionadas [31] .

En este ofició a la accionante para que respondiera un cuestionario relacionado con su estado de salud y vinculación al
Sistema General de Seguridad Social, así como su situación familiar y económica. Por otro lado, le solicitó a
Colpensiones información sobre el reconocimiento de pensiones de invalidez en aplicación del principio de condición
más beneficiosa con base en el Acuerdo 049 de 1990 [32] .

5.2.1. Respuesta de Colpensiones 38. Colpensiones indicó que, al realizar las validaciones correspondientes por la
Dirección de Prestaciones Económicas, no registra información estadística sobre el reconocimiento de pensión de
invalidez en aplicación del principio de condición más beneficiosa. Lo anterior, al considerar que el ítem “aplicación del
principio de condición más beneficiosa con base en el Acuerdo 049 de 1990”, no está parametrizado en el sistema
CROMASOFT. En consecuencia, no se cuenta con un orquestador que permita establecer con certeza en cuántos casos



se ha realizado esta valoración para la concesión prestacional. Finalmente, informó que “la conducta de incumplir no
obedece a la voluntad de la entidad, sino que corresponde a una situación de imposibilidad física y material” [33] .

5.3. Segundo auto de pruebas 39. El 26 de agosto de 2025, el magistrado sustanciador emitió auto de pruebas adicional.
Lo anterior, por considerar que se hacía necesario insistir en obtener información acerca de la situación familiar y
económica de la accionante, su estado de salud y su afiliación al Sistema General de Seguridad Social y Pensión. Por lo
anterior, decretó la práctica de declaración a la accionante y la verificación de su información en bases de datos públicas,
las cuales fueron delegadas a un magistrado auxiliar de la Corte Constitucional.

Mediante Auto del 27 de agosto de 2025, el magistrado delegado citó a la accionante para la práctica de la prueba de
declaración. 5.3.1. Diligencia de declaración [34] 40.

El 28 de agosto de 2025, por medio de la plataforma digital Microsoft Teams , Patricia rindió declaración sobre aspectos
relacionados con los hechos de la acción de tutela. Al respecto, indicó que tiene 73 años, su nivel educativo es bachiller y
cuenta con un curso de secretariado comercial. También indicó que su situación económica es bastante complicada, pues
su esposo se ha tenido que dedicar a su cuidado.

Adicionalmente, informó que su estado de salud está muy deteriorado. 41. Por otro lado, informó que vive con su esposo
y que tiene dos hijos, pero que ellos ya no viven con ella. De la misma forma, señaló que sus ingresos ascienden a cerca
de $500.000 M/cte y estos se derivan del dinero entregado por los hermanos de su esposo y sus hijos, según sus
posibilidades.

Además, reconoció que su servicio de salud es pagado por uno de sus cuñados. Frente a los gastos de su hogar, consideró
que estos ascendían a cerca de $800.000 M/Cte.

42. Respecto a su estado de salud, indicó que en el 2012 empezó a tener problemas de visión y, en un primer diagnóstico,
le informaron que era un asunto relacionado con la presión alta. Sin embargo, con posterioridad, la diagnosticaron con
pérdida del nervio óptico, esto como resultado de un aneurisma. Luego, fue diagnosticada con osteomielitis como
resultado de una inyección mal aplicada. Lo anterior, implicó que se tuviera que someter a una serie de cirugías, en las
cuales le cortaron la cabeza del fémur de la pierna izquierda. Asimismo, explicó que requiere de un caminador para
movilizarse.

Finalmente, estableció que empezó a trabajar a los 17 años en una oficina de contadores y se desempeñó en diferentes
empresas hasta el año 2000.

5.3.2. Hallazgos en bases de datos públicas 43. La consulta en bases de datos públicas, decretada mediante Auto del 26
de agosto de 2025, fue realizada por el magistrado auxiliar delegado el 28 de agosto de 2025 [35] . En particular, se
verificó la información de la accionante que reposa en la Base de Datos Única – BDUA del Sistema General de
Seguridad Social en Salud [36] ; en el Sistema de Identificación de Potenciales Beneficiarios de Programas Sociales –
SISBEN [37] y en el Registro Único de Afiliados – RUAF del Sistema Integrado de la Información de la Protección
Social [38] .

44. De dicha consulta, se obtuvo la siguiente información: (i) la accionante está afiliada al régimen contributivo en salud
como cotizante y en estado activo, a Salud Total E.P.S; (ii) no registra clasificación asociada a la accionante en el
SISBEN y (iii) en el RUAF no figuran afiliaciones al Sistema General de Seguridad Social en Pensiones ni a Riesgos
Laborales.

Adicionalmente, registra como afiliada a la Caja de Compensación Familiar del Valle del Cauca – COMFANDI en
calidad de “persona a cargo” [39] .



6. El informe presentado en virtud de lo dispuesto en el artículo 60 del Acuerdo 01 de 2025 45. El 15 de septiembre de
2025, el magistrado sustanciador, de conformidad con lo previsto en los artículos 58 y 60 del Acuerdo 01 de 2025 –
Reglamento Interno de la Corte Constitucional, presentó informe ante la Sala Plena de esta Corporación sobre el proceso
de la referencia y a efectos de que esta determinara si asumía o no el conocimiento del asunto. Lo anterior, por tratarse de
un proceso en el que (i) podría dejarse sin efectos una providencia proferida por una alta Corte, (ii) el expediente está
relacionado con la protección de los derechos fundamentales de un sujeto de especial protección constitucional y (iii) se
considera aplicar el precedente constitucional sobre condición más beneficiosa y la no aplicación del test de procedencia
para el análisis de aquella en materia de pensión de invalidez.

46. En sesión del 1 de octubre de 2025, la Sala Plena de la Corte Constitucional resolvió no asumir el conocimiento del
proceso de la referencia y, en consecuencia, mantuvo la competencia para decidir sobre el mismo de la Sala Segunda de
Revisión.

II. CONSIDERACIONES 1. Competencia 47. La Sala Segunda de Revisión de Tutelas de la Corte Constitucional es
competente para revisar las sentencias proferidas dentro del proceso de la referencia. Lo anterior, de conformidad con lo
dispuesto en los artículos 86 y 241.9 de la Constitución y 31 a 36 del Decreto 2591 de 1991, así como por lo dispuesto
por la Sala Plena de la Corte Constitucional en sesión del 1 de octubre de 2025.

2. Análisis de los requisitos generales de procedibilidad de la acción de tutela 48. La Sala advierte que la acción de tutela
presentada por Patricia contra la Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Laboral – Sala de Descongestión n.°1
cumple los requisitos generales para su procedencia, conforme lo establecido en la Constitución Política, el Decreto 2591
de 1991 y la jurisprudencia constitucional. Esto por las razones que se explican a continuación:

Tabla 1. Cumplimiento de los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela Requisito Acreditación
Legitimación por activa Esta Corporación ha establecido que la legitimación en la causa por activa se acredita: (i) en
ejercicio directo de la acción por quien es titular de los derechos fundamentales, (ii) por medio de los representantes
legales (como es el caso de los menores de edad), (iii) a través de apoderado judicial, (iv) a través de la Defensoría del
Pueblo o del personero municipal [40] o (v) mediante agencia oficiosa [41] .

En el caso concreto, la Sala considera que se satisface el requisito de legitimación en la causa por activa pues la
accionante presentó a nombre propio la acción de tutela por la presunta vulneración de sus derechos a la igualdad,
petición, dignidad humana, mínimo vital, salud, seguridad social, debido proceso, seguridad jurídica y acceso a la
administración de justicia. Esto, presuntamente como resultado de la decisión emitida por la Sala de Casación Laboral de
la Corte Suprema de Justicia, Sala de Descongestión n.°1, en el marco del proceso ordinario laboral promovido por la
accionante.

Legitimación por pasiva La legitimación por pasiva se refiere a la aptitud legal que tiene un sujeto para responder por la
vulneración o amenaza del derecho fundamental invocado como violado. Según el artículo 86 de la Constitución y los
artículos 1° y 5° del Decreto 2591 de 1991, por regla general, dicha aptitud se pr edica de las autoridades públicas.

En este caso, tanto la Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Laboral – Sala de Descongestión n.°1, entidad contra
la cual se presentó la acción de tutela, como el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali – Sala Primera Laboral y el
Juzgado 018 Laboral del Circuito de Cali, vinculados de manera oficiosa por el juez constitucional, se encuentran
legitimados por pasiva. Lo anterior, considerando que fueron las autoridades judiciales que, en el marco del proceso
ordinario laboral presentado por la accionante, emitieron las decisiones judiciales que resolvieron de fondo el asunto.

De la misma forma, Colpensiones también se encuentra legitimada por pasiva pues (i) se trata de una empresa industrial
y comercial del Estado, organizada como una entidad financiera de carácter especial, que tiene por objeto otorgar los
derechos y beneficios establecidos por el Sistema General de Seguridad Social en Pensiones de conformidad con lo



establecido en la ley [42] y (ii) esa entidad negó el reconocimiento de la pensión de invalidez solicitada por la accionante
y su actuación fue discutida en el proceso ordinario laboral.

Adicionalmente, (iii) la Sala destaca que en virtud de lo establecido en el artículo 155 de la Ley 1151 de 2007 [43]
Colpensiones asumió la administración del Régimen de Prima Media con Prestación Definida y se ordenó al Gobierno
nacional proceder con la liquidación del ISS, proceso que se llevó a cabo en virtud del Decreto 2013 de 2012 y que
culminó con la expedición del Decreto 553 del 27 de marzo de 2015. Asimismo, en el primer inciso del artículo 2° del
Decreto 2011 de 2012 se determinó que los “ [l] os afiliados y pensionados del Régimen de Prima Media con Prestación
Definida administrado por el Instituto de Seguros Sociales (ISS), mantendrán su condición en la Administradora
Colombiana de Pensiones - Colpensiones, así como los derechos y obligaciones que tienen en el mismo régimen, sin que
ello implique una selección o traslado de régimen del Sistema General de Pensiones”. En el mismo sentido, en el
numeral tercero del artículo 3° de dicho cuerpo normativo se señala que Colpensiones deberá: “Ser titular de todas las
obligaciones con los afiliados y pensionados del Régimen de Prima Media con Prestación Definida del Instituto de
Seguros Sociales (ISS)”.

Por ende, se acredita que Colpensiones atendió y negó la solicitud de reconocimiento y pago de la pensión solicitada por
la accionante y por esa razón, fue demandada en el proceso ordinario laboral en el que se profirieron las providencias
judiciales acusadas.

Ahora bien, la Sala observa que en el auto admisorio de la acción de tutela el juez de primera instancia ordenó vincular al
Patrimonio Autónomo de Remanentes del Instituto de Seguros Sociales en Liquidación; al señor Juan David Valdés
Portilla, quien fungió como apoderado de Patricia dentro del proceso ordinario laboral y a los abogados Nathaly Guzmán
Triviño, Linda Tatiana Vargas Ojeda y Carlos Alberto Vélez Alegría, quienes fueron apoderados de Colpensiones durante
el proceso ordinario laboral [44] .

En consecuencia, la Sala advierte que tanto el Patrimonio Autónomo de Remanentes del Instituto de Seguros Sociales en
Liquidación como los abogados identificados no están legitimados en la causa por pasiva. Lo anterior, por cuanto:

(i) no emitieron las decisiones judiciales que negaron el reconocimiento de la pensión de invalidez solicitada en el marco
del proceso ordinario laboral y (ii) no tienen competencias para decidir respecto del reconocimiento y pago de la
prestación solicitada por la accionante [45] .

Adicionalmente, (iii) en relación con el Patrimonio Autónomo del Instituto de Seguros Sociales en Liquidación, la Sala
observa que esta entidad no participó en el proceso ordinario laboral promovido por la accionante, ni como parte ni como
vinculada.

Por lo anterior, se ordenará la desvinculación del Patrimonio Autónomo de Remanentes del Instituto de Seguros Sociales
en Liquidación, de las señoras Nathaly Guzmán Triviño y Linda Tatiana Vargas Ojeda y de los señores Juan David
Valdés Portilla y Carlos Alberto Vélez Alegría del trámite de la acción de tutela T-11.189.588.

Subsidiariedad [46] El inciso 4º del artículo 86 de la Constitución establece el principio de subsidiariedad como
condición para la procedencia de la acción de tutela. Según lo establecido en el numeral 1º del artículo 6º del Decreto
2591 de 1991, la procedencia de la acción de tutela se circunscribe a tres escenarios: (i) la parte interesada no dispone de
otro medio judicial de defensa; (ii) si bien existen otros medios de defensa judicial, estos no son eficaces ni idóneos para
proteger los derechos fundamentales en el caso concreto; o (iii) resulta necesario evitar la ocurrencia de un perjuicio
irremediable, por lo que la acción de tutela procede como mecanismo transitorio de protección [47] .

Ahora bien, en relación con el asunto bajo examen, en la Sentencia SU-038 de 2023 la Corte Constitucional unificó la
jurisprudencia constitucional sobre el examen del requisito de subsidiariedad respecto de acciones de tutela interpuestas



en contra de sentencias de casación, por la inaplicación el precedente constitucional sobre el alcance del principio de
condición más beneficiosa para el reconocimiento de la pensión de invalidez. En esa oportunidad, la Sala Plena fijó una
regla de decisión según la cual “el requisito de subsidiariedad respecto de este tipo de decisiones supone el agotamiento
de todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada. Bajo este entendimiento, […] cuando se
pretende el reconocimiento de una pensión de invalidez con fundamento en el principio de la condición más beneficiosa,
la Sala Plena descarta la aplicación del test de procedencia adoptado en la Sentencia SU-556 de 2019 [48] cuando los
accionantes han agotado los medios de defensa judiciales disponibles. En esos casos, no es necesario que el juez
constitucional valore nuevamente la subsidiariedad de conformidad con el test mencionado” [49] .

Dicha postura fue reiterada en la Sentencia SU-072 de 2024 y, posteriormente, en la Sentencia SU-087 de 2025. En esta
última decisión, la Sala Plena de la Corte Constitucional determinó que “ exigir la satisfacción del test de procedencia de
la Sentencia SU-556 de 2019 para el estudio del requisito de subsidiariedad constituye un requisito adicional a los
previstos en la Sentencia C-590 de 2005 [sobre los requisitos de procedencia de las acciones de tutela en contra de
providencias judiciales], el cual resulta desproporcionado frente a las personas que han desplegado un esfuerzo
importante ante la jurisdicción ordinaria para la efectividad de sus derechos” [50] .

Al tener en cuenta lo expuesto, respecto del caso concreto la Sala considera que se cumple con el requisito de
subsidiariedad, pues la accionante agotó todos los medios judiciales ordinarios y extraordinarios que tenía a su alcance
para el reconocimiento de la pensión de invalidez solicitada. Lo anterior, al considerar que, ante la negativa de
Colpensiones, la accionante presentó proceso ordinario laboral, el cual culminó con la sentencia de casación SLXXX-
2024 .

Contra esa decisión no procede recurso. Adicionalmente, el defecto alegado en la presente acción de tutela no es una de
las causales de revisión contempladas en el artículo 354 del CGP.

Inmediatez La jurisprudencia constitucional ha resaltado que, de conformidad con el artículo 86 de la Constitución, la
acción de tutela no tiene término de caducidad [51] .

Sin embargo, la Corte Constitucional también ha sido consistente en señalar que la misma debe presentarse en un
término razonable y proporcional a partir de los hechos que generaron la presunta vulneración de los derechos
fundamentales [52] .

La Sala considera que este requisito se cumple en el presente caso, puesto que la acción de tutela fue interpuesta en un
plazo razonable . En efecto, se radicó el 11 de febrero de 2025, esto es alrededor de 3 meses después de proferida la
sentencia de casación el 13 de noviembre de 2024 [53] .

3. Análisis de los requisitos de procedencia de tutela contra providencia judicial 49. La jurisprudencia constitucional ha
establecido que respecto de las acciones de tutela en contra de sentencias proferidas por una alta Corte debe evaluarse el
cumplimiento de los requisitos de procedencia de manera más rigurosa. Lo anterior, en consideración a la función de
unificación de jurisprudencia y al rol que desempeñan como órganos de cierre dentro de cada jurisdicción .

Puntualmente , en la Sentencia SU-056 de 2025 se estableció que: “[l]a procedencia de la acción de tutela contra
providencias judiciales proferidas por una alta corte debe ser examinada con especial rigurosidad. Por ende, se requiere
demostrar que en la providencia atacada se presenta una afectación desproporcionada a un derecho fundamental,
producto de una acción arbitraria” [54] .

50. La Sala evidencia que la presente acción de tutela cumple los requisitos de procedencia de la acción de tutela en
contra de providencias judiciales. Esto por las razones que se explican a continuación:



Tabla 2. Cumplimiento de los requisitos específicos de tutela contra providencia judicial Requisito Acreditación
Relevancia constitucional La Corte Constitucional ha establecido que este requisito exige que “la controversia que
subyace a la solicitud de amparo verse sobre un asunto de marcada e indiscutible naturaleza constitucional, que involucra
algún debate jurídico en torno al contenido, alcance y goce de un principio o derecho fundamental” [55] . Para
acreditarse, se debe constatar que “la solicitud (i) no versa sobre asuntos legales o económicos, (ii) persigue la protección
de facetas constitucionales del debido proceso y (iii) no busca reabrir debates concluidos en el proceso ordinario” [56] .

Lo anterior, con el objetivo de preservar la competencia y la independencia de los jueces, así como impedir que la acción
de tutela se convierta en una instancia o recurso adicional [57] .

En el caso concreto, la Sala evidencia que se satisface el requisito de relevancia constitucional por considerar que (i) la
solicitud presentada involucra un debate jurídico relacionado con los derechos al debido proceso, el acceso a la
administración de justicia, la igualdad, la seguridad jurídica y mínimo vital de un sujeto de especial protección
constitucional y (ii) la accionante no busca reabrir un debate legal o probatorio que se hubiese surtido dentro del trámite
del proceso ordinario, sino que la acción de tutela controvierte la sentencia de casación emitida por la Sala de
Descongestión n.°1 de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia por inaplicar el precedente
constitucional relacionado con el principio de condición más beneficiosa en el reconocimiento de pensiones de invalidez.

Identificación razonables de los hechos que generaron la presunta amenaza o vulneración de los derechos fundamentales
El accionante tiene la obligación de identificar, de manera razonada, los hechos que generaron la vulneración, así como
los derechos vulnerados [58] . De la misma forma, deberá precisar la causal específica o defecto que, de constatarse,
determinaría la prosperidad de la tutela [59] . Este requisito “tiene como propósito que el actor exponga con suficiencia y
claridad los fundamentos de la transgresión de los derechos fundamentales y evitar que el juez de tutela lleve a cabo ‘un
indebido control oficioso de las providencias judiciales de otros jueces” [60] .

En este caso, la Sala evidencia que la accionante cumplió con la carga explicativa mínima pues en su demanda presentó
una descripción detallada del proceso ordinario laboral desarrollado, así como de las providencias emitidas en su trámite.
Adicionalmente, estableció que las decisiones de casación y de segunda instancia se apartaron del precedente
constitucional, en concreto aquel establecido por las sentencias SU-442 de 2016 y SU-556 de 2019 de la Corte
Constitucional.

Irregularidad procesal de carácter decisivo Para que proceda la acción de tutela contra providencia judicial, las
irregularidades alegadas “deben tener una magnitud significativa, afectar los derechos fundamentales del accionante y
haber incidido efectivamente en la providencia que se cuestiona” [61] .

En consecuencia, se “debe demostrar que dicho yerro tuvo un ‘efecto decisivo o determinante en la sentencia que se
impugna” [62] . Sin embargo, este criterio no resulta aplicable al presente caso, pues la accionante no invocó una
irregularidad procesal en el trámite del proceso laboral ordinario [63] .

La providencia objeto de la solicitud no se trata de una sentencia de tutela La sentencia cuestionada no se dictó en el
trámite de una acción de tutela, ni se trata de una sentencia adoptada en el marco del control abstracto de
constitucionalidad realizado por la Corte, ni es una sentencia interpretativa emitida por la Sección de Apelaciones del
Tribunal para la Paz de la Jurisdicción Especial para la Paz [64] .

51. Al respecto, la Sala advierte que si bien la accionante invocó los derechos fundamentales a la igualdad, petición,
dignidad humana, mínimo vital, salud, seguridad social, debido proceso, seguridad jurídica y acceso a la administración
de justicia , al tratarse de una controversia en torno al posible desconocimiento del precedente constitucional sobre la
aplicación plusultractiva del Acuerdo 049 de 1990 para el reconocimiento de la pensión de invalidez, la Sala delimitará



el examen a la presunta vulneración de los derechos a la dignidad humana, la seguridad social, al mínimo vital y al
debido proceso.

En ese orden de ideas, acreditados los requisitos generales y específicos de procedencia, l a Sala resolverá el siguiente
problema jurídico: 52.

¿La Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Laboral – Sala de Descongestión n.°1 vulneró los derechos
fundamentales de la accionante a la dignidad humana, la seguridad social, al mínimo vital y al debido proceso por
incurrir en defecto por desconocimiento del precedente constitucional, al haberle negado el reconocimiento de la pensión
de invalidez por considerar que no era posible aplicar de manera plusultractiva el Acuerdo 049 de 1990? 53.

Para resolver el problema jurídico, la Sala: (i) reiterará la jurisprudencia respecto de la pensión de invalidez ; (ii) referirá
la jurisprudencia relacionada con la aplicación del principio de condición más beneficiosa en el reconocimiento de la
pensión de invalidez; (iii) expondrá la jurisprudencia sobre la configuración del defecto por desconocimiento del
precedente;

y (iv) resolverá el presente asunto. 4. Derecho a la pensión de invalidez. Reiteración de jurisprudencia [65] 54. La Corte
ha reconocido que el artículo 48 consagra el derecho a la seguridad social como una garantía irrenunciable que puede ser
atendida directamente por el Estado o por intermedio de los particulares” [66] . Este derecho “corresponde al conjunto de
medidas institucionales que pretenden otorgar progresivamente garantías a las personas y sus familias para que puedan
afrontar los riesgos sociales que le impidan el normal desarrollo de sus actividades laborales y personales” [67] .

55. Adicionalmente, la seguridad social (i) es una protección y una garantía ante las eventuales dificultades
socioeconómicas que se presenten en el futuro;

(ii) representa una garantía que incluye no solo los riesgos del trabajo, sino que está dirigida a toda la población que tiene
necesidades contingentes que pueden valorarse en términos económicos y (iii) no solo busca compensar inseguridades
económicas, sino constituir vías para la construcción de una ciudadanía social, que implique el ejercicio de derechos, su
exigibilidad y la pertenencia incluyente a un grupo social [68] .

56. A partir de la relación que existe entre el derecho fundamental a la seguridad social y otros derechos fundamentales,
la Corte Constitucional ha expuesto que las prestaciones asistenciales y económicas que establece el ordenamiento
jurídico colombiano (entre estas últimas, las pensiones de vejez, invalidez y de sobrevivientes) concretan la garantía de
estos derechos y principios fundamentales, pues les permiten a sus titulares solventar una vida en condiciones de
dignidad [69] .

57. Sobre el particular, la jurisprudencia constitucional ha establecido que este derecho se materializa, entre otras
prestaciones, a través de las pensiones [70] . El Sistema General de Pensiones es uno de los componentes del sistema
integral de seguridad social el cual tiene por objeto “proteger a la población que se ve afectada por tres contingencias: la
vejez, la muerte y la invalidez” [71] . En consecuencia, cuando una de dichas contingencias se materializa y se cumple
con los requisitos legales, se procederá al reconocimiento de la prestación correspondiente.

58. Es necesario reiterar que el propósito de las pensiones es “garantizar la concreción de los derechos fundamentales de
las personas traducidos en la dignidad humana, el mínimo vital, la seguridad social y la vida digna” [72] .

Lo anterior al considerar que “tiene como objetivo garantizar las condiciones materiales más elementales ‘sin las cuales
la persona arriesga perecer y quedar convertida en un ser que sucumbe ante la imposibilidad de asegurar autónomamente
su propia subsistencia” [73] .

Por lo que “las barreras o afectaciones sobre ella generalmente producen un impacto en las condiciones materiales,
sociales y psíquicas de vida” [74] .



59. De la misma forma, esta Corporación ha reconocido que la pensión de invalidez es aquella “prestación económica
que reciben los afiliados al Sistema General de Pensiones que sufren una enfermedad o accidente de origen común o
laboral que disminuye o anula su capacidad laboral” [75] .

Esta tiene el objetivo de proveer un ingreso a la persona en situación de invalidez que garantice la satisfacción de sus
necesidades básicas” [76] . En consecuencia, la Corte Constitucional ha concluido que esta prestación es una
manifestación del derecho fundamental a la seguridad social [77] .

5. Principio constitucional de la condición más beneficiosa para el reconocimiento de la pensión de invalidez .
Reiteración de jurisprudencia [78] 60.

En vigencia de la Constitución Política de 1991 el reconocimiento de la pensión de invalidez de origen común de los
trabajadores del sector privado ha estado regulada por tres regímenes distintos, los cuales han establecido diferentes
requisitos para el reconocimiento de la prestación. Tales regímenes son: (i) el Acuerdo 049 de 1990 [79] , (ii) la Ley 100
de 1993 [80] y (iii) la Ley 860 de 2003 [81] .

61. Por regla general, la normativa aplicable para el reconocimiento de la pensión de invalidez es aquella “vigente al
momento de estructurarse la invalidez” [82] , por cuanto “(i) la estructuración de la invalidez es un requisito de
causación del derecho a la prestación y (ii) de acuerdo con los principios generales de aplicación de la ley en el tiempo
(…) así como el artículo 16 del Código Sustantivo del Trabajo, ‘las normas laborales y de seguridad social tienen efecto
inmediato y regulan las situaciones que se presentan durante su vigencia” [83] .

Sin embargo, esta Corporación, así como la Corte Suprema de Justicia, ha reconocido que “bajo ciertas condiciones, en
virtud del principio de condición más beneficiosa, es posible aplicar un régimen normativo previo al de la estructuración
de invalidez” [84] .

62. En efecto, la Corte Constitucional ha reconocido que el artículo 53 superior es el fundamento constitucional del
principio de condición más beneficiosa en materia pensional [85] .

Este tiene la finalidad de salvaguardar las expectativas legítimas de los afiliados en aquellos casos en los cuales “(i) se
presenta una sucesión de regímenes pensionales que modifica o adiciona los requisitos para acceder a la prestación
pensional, ‘a tal punto que dificulten el afianzamiento del derecho’ y (ii) el Legislador no prevé un régimen de transición
para proteger las expectativas legítimas de los afiliados” [86] . En virtud de este, es posible examinar una solicitud de
reconocimiento pensional respecto de un régimen pensional que resulta más beneficioso para el afiliado, pero que fue
derogado previo a la causación de la prestación pensional [87] .

63. El referido principio resulta aplicable a las solicitudes de reconocimiento de pensión de invalidez, pues el legislador
ha modificado las normas y requisitos aplicables al aseguramiento del riesgo de invalidez, pero no se ha establecido un
régimen de transición que proteja las expectativas legítimas de los afiliados [88] .

En consecuencia, tanto la jurisprudencia constitucional como la ordinaria laboral han concluido que “en atención al
principio de la condición más beneficiosa, los afiliados que solicitan la pensión de invalidez tienen derecho a que se les
aplique un régimen anterior y más favorable al que se encontraba vigente cuando se estructuró su invalidez” [89] .

Ello siempre y cuando se acredite que el solicitante “había constituido una expectativa legítima en vigencia del régimen
derogado, por haber cumplido ‘una condición relevante del mismo que, si bien no es definitiva para adquirir el derecho,
juega un rol fundamental en su consolidación” [90] .

64. Ahora, la jurisprudencia constitucional y la ordinaria laboral han tenido diferencias al momento de establecer la
norma que debe ser aplicada en virtud del principio de condición más beneficiosa. La Sentencia SU-087 de 2025
reconoció que esta discusión se centra en torno a cuál norma derogada es la que debe ser aplicada para la resolución del



caso. Lo anterior, por considerar que la Sala de Casación Laboral ha establecido que solo se puede aplicar la norma
inmediatamente anterior a la Ley 860 de 2003, esto es la Ley 100 de 1993 en su redacción original. De otro lado, la
Corte Constitucional ha determinado que, en atención a la situación de vulnerabilidad del solicitante, también es posible
aplicar otras normas, aunque su vigencia no sea la inmediatamente anterior a la Ley 860 de 2003, como lo es el Acuerdo
049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año [91] .

65. La posición de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia se fundamenta en que “si la finalidad del
principio de la condición más beneficiosa es proteger expectativas legítimas que pueden ser modificadas por el legislador
con apego a los parámetros constitucionales, no tiene sentido que su aplicación permita acudir a cualquier normativa
anterior o, en otros términos, resulte indefinida en todos los tránsitos legislativos que puedan generarse en la
configuración del sistema pensional, de por sí de larga duración” [92] .

En consecuencia, ha concluido que la aplicación del Acuerdo 049 de 1990 en estos casos desconocería los principios de
legalidad, seguridad jurídica y sostenibilidad financiera. Esto porque:

(i) se permite dar efectos plusultractivos a un régimen derogado, como el Acuerdo 049 de 1990, y mantener su vigencia
de forma indefinida lo que, a su juicio, termina por “petrificar la legislación e impedir la puesta en marcha de reformas
sociales de interés general” [93] . (ii) H abilita la vigencia simultánea de normas distintas para una misma situación
(Acuerdo 049 de 1990, Ley 100 de 1993 y Ley 860 de 2003), lo que no “ofrece certeza a los ciudadanos sobre las reglas
jurídicas que emplearán los jueces en la solución de las controversias” [94] y le permite al afiliado llevar a cabo una
“búsqueda histórica de normas tendiente a conseguir aquella que mejor se acomode a las circunstancias” [95] y (iii) por
cuanto impone a los fondos obligaciones de aseguramiento “ilimitadas, no incluidas en los cálculos actuariales que
imprescindiblemente han de tenerse en cuenta” [96] .

66. En ese sentido, para la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en aquellos casos en los que la
estructuración de la invalidez tuvo lugar en vigencia de la Ley 860 de 2003, el principio de condición más beneficiosa
solo permite aplicar el requisito de semanas de cotización contemplado en la Ley 100 de 1993 y solo es aplicable a los
supuestos en que dicha situación hubiese ocurrido dentro de los tres años posteriores a la entrada en vigencia de la Ley
860 de 2003.

67. Por otro lado, la Corte Constitucional ha admitido la aplicación plusultractiva del Acuerdo 049 de 1990 respecto del
requisito mínimo de semanas de cotización para el reconocimiento de la pensión de invalidez [97] .

Para su aplicación, la jurisprudencia constitucional ha establecido las siguientes exigencias: Tabla 3. Cuadro tomado de
la Sentencia SU-087 de 2025 Exigencia Circunstancias fácticas del accionante Fecha de estructuración de la invalidez El
afiliado al Sistema General de Pensiones tiene una calificación de su PCL igual o superior al 50% con fecha de
estructuración en vigencia de la Ley 860 de 2003.

No se acredita la densidad de semanas que exige la Ley 860 de 2003 El afiliado al Sistema General de Seguridad Social
en Pensiones no acredita haber cotizado 50 semanas dentro de los tres años inmediatamente anteriores a la fecha de la
estructuración de la invalidez, según se certifique en el dictamen emitido por la autoridad competente, en los términos
del artículo 1 de la Ley 860 de 2003.

Sí se acredita la densidad de semanas que exigía el Acuerdo 049 de 1990 El afiliado al Sistema de Seguridad Social en
Pensiones acredita el número mínimo de semanas cotizadas antes de la fecha de estructuración de la invalidez exigidas
por el artículo 6 del Acuerdo 049 de 1990. Es decir (i) 150 semanas en los seis años anteriores a la fecha de la
estructuración o (ii) 300 semanas en cualquier tiempo.



68. En un primer momento, la aplicación plusultractiva del Acuerdo 049 de 1990 fue habilitada para todos los afiliados,
con independencia de su situación de vulnerabilidad económica y social. Sin embargo, en la Sentencia SU-556 de 2019
esta Corporación concluyó que, en principio, el precedente establecido por la Corte Suprema de Justicia no resultaba
manifiestamente inconstitucional ni desconocía el principio de condición más beneficiosa. Pero, en virtud de
mandamientos constitucionales, resultaba necesario proteger la situación de algunos afiliados. En consecuencia,
estableció que la aplicación del número de semanas de cotización establecidas en el Acuerdo 049 de 1990 solo procede
respecto de aquellos solicitantes en situación de vulnerabilidad.

69. Sobre el particular, esta Corte ha señalado que las consideraciones sobre la sostenibilidad financiera del sistema
pensional no pueden prevalecer sobre la protección de los derechos fundamentales de las personas que se encuentran en
situación de vulnerabilidad socioeconómica. Ello por cuanto dicha vulnerabilidad les otorga la titularidad de una
protección constitucional más intensa y reforzada. Por esta razón, sólo si se constata de forma clara que el beneficiario se
encuentra en situación de vulnerabilidad, es procedente reconocer la pensión de invalidez con fundamento en la
aplicación plusultractiva del requisito mínimo de semanas de cotización previsto en el Acuerdo 049 de 1990 [98] .

70. Además, la Sala observa que las entidades administradoras de pensiones no han acreditado el impacto financiero en
la materia; en efecto Colpensiones no cuenta con información sobre el reconocimiento de pensiones de invalidez en
aplicación del principio de condición más beneficiosa, tal y como lo informó en el presente trámite de revisión.

71. Ahora bien, para verificar dicha situación de vulnerabilidad se estableció el test de procedencia, el cual se componía
de cuatro condiciones:

Tabla 4. Cuadro tomado de la Sentencia SU-556 de 2019 Primera condición Además de ser una persona en situación de
invalidez, el accionante debe acreditar que pertenece a un grupo de especial protección constitucional o se encuentra en
una situación de riesgo derivada de, entre otras, alguna de las siguientes condiciones: (i) analfabetismo, (ii) vejez, (iii)
pobreza extrema; (iv) cabeza de familia, (v) desplazamiento o (vi) padecimiento de una enfermedad crónica, catastrófica,
congénita o degenerativa.

Segunda condición Debe poder inferirse razonablemente que la carencia del reconocimiento de la pensión de invalidez
afecta directamente la satisfacción de las necesidades básicas del accionante, esto es, su mínimo vital y, en consecuencia,
una vida en condiciones dignas.

Tercera condición Deben valorarse como razonables los argumentos que proponga el accionante para justificar su
imposibilidad de haber cotizado las semanas previstas por las disposiciones vigentes al momento de la estructuración de
la invalidez.

Cuarta condición Debe comprobarse una actuación diligente del accionante para solicitar el reconocimiento de la pensión
de invalidez. 72. No obstante, en relación con el aludido test de procedencia , la Sentencia SU-174 de 2025 ajustó el
precedente respecto de su aplicación como método de análisis respecto de la situación de vulnerabilidad del solicitante
de la prestación pensional cuando se discute la aplicación del principio de condición más beneficiosa. En esa
providencia, la Sala Plena de la Corte Constitucional reiteró la regla de decisión según la cual la aplicación del principio
de condición más beneficiosa solo procede respecto de aquellos accionantes que se encuentren en una situación de
acentuada vulnerabilidad. Sin embargo, determinó que la acreditación de la misma debe realizarse conforme al principio
de la libertad probatoria. Lo anterior, al considerar que el test de procedencia (i) incorpora requisitos para el
otorgamiento de la prestación que no están previstos en la ley; (ii) presenta inconsistencias dogmáticas al condicionar la
procedencia de la prestación a la demostración de exigencias que no están relacionadas directamente con la situación de
vulnerabilidad del solicitante y (iii) afecta la vigencia del principio de igualdad en el reconocimiento de la pensión [99] .



73. Sobre este asunto, la Sala señala que este ajuste jurisprudencial se efectuó respecto de la aplicación plusultractiva del
Acuerdo 049 de 1990, en virtud del principio de condición más beneficiosa, para el reconocimiento de la pensión de
sobrevivientes. No obstante, se advierte la necesidad de ratificar la eliminación de dicho test de procedencia también
para los casos en los que se solicita el reconocimiento de la pensión de invalidez. Lo anterior, porque
independientemente de la prestación pensional solicitada, los accionantes se encuentran en una misma situación, pues
solicitan la aplicación del precedente constitucional sobre el alcance de la plusultractividad del Acuerdo 049 de 1990 en
virtud del principio de condición más beneficiosa.

Adicionalmente, la situación se refiere al acceso a una prestación pensional que por su naturaleza pretende garantizar los
derechos de personas en condición de discapacidad y con una pérdida de capacidad laboral considerable, por lo que
contribuye a alcanzar la igualdad material para aquellas que se encuentran en una situación de debilidad manifiesta.

74. En consecuencia, la Sala advierte que, de conformidad con la Sentencia SU-174 de 2025, la valoración de la
situación de acentuada vulnerabilidad para el reconocimiento de la pensión de invalidez en aplicación del Acuerdo 049
de 1990 en virtud del principio de condición más beneficiosa, debe realizarse conforme al principio de libertad
probatoria.

75. Finalmente, sobre las diferencias jurisprudenciales entre la Corte Suprema de Justicia y la Corte Constitucional,
resulta relevante destacar que esta Corporación ha concedido, en varias ocasiones, acciones de tutela en contra de
sentencias de casación en las que se alega el desconocimiento del precedente constitucional sobre la aplicación
plusultractiva del Acuerdo 049 de 1990 para el reconocimiento de la pensión de invalidez en virtud del principio de
condición más beneficiosa. Algunas de las decisiones más recientes son:

Tabla 5. Decisiones de la Corte Constitucional Sentencia Fundamento SU-299 de 2022 “ el accionante (i) acreditó su
condición de invalidez, en este caso, calificada con un porcentaje del 75.5% de pérdida de capacidad laboral con fecha
de estructuración 27 de julio de 2006;

(ii) no acreditó el requisito de las 50 semanas cotizadas dentro de los 3 años anteriores a la fecha de estructuración de la
invalidez en los términos del artículo 1° de la Ley 860 de 2003 y (iii) sí acreditó el requisito de 300 semanas cotizadas en
cualquier tiempo de conformidad con el artículo 6 del Acuerdo 049 de 1990”.

SU-072 de 2024 La Sala advirtió que se cumplían los requisitos previstos en la jurisprudencia constitucional en relación
con la aplicación plusultractiva del Acuerdo 049 de 1990 para el reconocimiento de la pensión de invalidez. Ahora bien,
en relación con la configuración del defecto por desconocimiento del precedente, la Corte Constitucional determinó que
la Sala de Descongestión n.° 2 de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia no cumplió con los
deberes de transparencia y argumentación para apartarse del precedente constitucional. Sobre el particular, señaló que:

“La Sala Plena reconoce que la Sala de Descongestión No. 2 explicó las razones por las cuales se apartaba del precedente
constitucional. Al respecto, indicó que la Sala Permanente de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia se había
“apartado de dicha postura, al examinar que la misma: ‘afecta el principio de seguridad jurídica, pues genera
incertidumbre sobre la disposición aplicable, en la medida en que el juez podría hacer un ejercicio histórico para definir
la concesión del derecho pensional, con aquella que más se ajuste a los intereses del reclamante, en detrimento de los de
carácter general’”. En criterio de la Sala Plena esta justificación es insuficiente. Esto, porque, d e acuerdo con la
jurisprudencia constitucional, las autoridades judiciales, incluidos los órganos de cierre de las jurisdicciones, “deben
respetar la interpretación vinculante que realice la Corte Constitucional, la cual por expreso mandato de los artículos 3, 4
y 241 superiores, da alcance a los derechos fundamentales y al propio texto constitucional”. [Adicionalmente, […] la
interpretación estricta de la Sala de Casación Laboral sobre el alcance de la condición más beneficiosa restringe el
derecho al reconocimiento de la pensión de invalidez de sujetos de especial protección que se encuentran en situación de



vulnerabilidad, lo cual pone en riesgo sus derechos fundamentales a la seguridad social, mínimo vital e igualdad real y
material”.

SU-087 de 2025 En relación con la justificación para apartarse del precedente de la Corte Constitucional, la Sala
encontró que, en el caso concreto, las salas de Casación Laboral y de Descongestión n.° 3 de la Corte Suprema de
justicia no cumplieron con l as cargas de transparencia y de argumentación, pues “[…] la[s] accionada[s] no expus[ieron]
de manera clara, precisa y detallada (i) las providencias constitucionales que han desarrollado las reglas jurisprudenciales
para la aplicación ultractiva del Acuerdo 049 de 1990, ni (ii) el modo en que ha tenido lugar su aplicación de manera
consistente en la jurisprudencia constitucional. De otro lado, la Sala Plena advierte que […] no present[aron] razones
especialmente poderosas con la capacidad de justificar su separación de las Sentencias SU-442 de 2016 y SU-556 de
2019, así como tampoco explicaron por qué encontraron justificado desconocer los principios de seguridad jurídica,
igualdad, buena fe y coherencia. Por el contrario, […] circunscribi[eron] su análisis a reiterar la jurisprudencia
consolidada por la Sala de Casación Laboral permanente de la Corte Suprema de Justicia en la materia, sin cumplir con
dichas exigencias” [100] .

Adicionalmente , la Sala reiteró que las autoridades judiciales, incluso las altas Cortes, “deben respetar la interpretación
vinculante que realice la Corte Constitucional, la cual por expreso mandato de los artículos 3, 4 y 241 superiores, da
alcance a los derechos fundamentales y al propio texto constitucional” [101] .

Además, indicó que la discusión sobre el contenido y alcance del principio de condición más beneficiosa excede el
ámbito propio de la controversia legal y, en cambio, se inserta en el escenario constitucional al vincularse con la vigencia
del derecho a la seguridad social [102] .

6. Defecto por desconocimiento del precedente. Reiteración de jurisprudencia [103] 76. La jurisprudencia constitucional
ha definido el precedente como “la sentencia o el conjunto de ellas, anteriores a un caso determinado que, por su
pertinencia y semejanza en los problemas jurídicos resueltos, deben considerarse por las autoridades judiciales al
momento de emitir un fallo” [104] .

El precedente puede ser de dos tipos (i) horizontal, el cual corresponde a las decisiones judiciales emitidas por las
autoridades del mismo nivel jerárquico o por el mismo funcionario y (ii) vertical, que se refiere a las providencias
judiciales emitidas por el superior jerárquico o por el órgano de cierre encargado de unificar la jurisprudencia en la
jurisdicción [105] .

77. En el sistema jurídico colombiano los precedentes judiciales proyectan valor vinculante en virtud de los principios de
igualdad, seguridad jurídica y legalidad [106] .

Lo anterior, al considerar que los jueces deben fallar con base en normas previamente establecidas [107] . Esta
Corporación también ha establecido que “el respeto por el precedente es un mecanismo indispensable para la
consecución de fines de relevancia constitucional como la confianza legítima, la seguridad jurídica y la unificación de
jurisprudencia” [108] .

De la misma forma, ha concluido que “las autoridades judiciales, incluidos los órganos de cierre de las jurisdicciones,
‘deben respetar la interpretación vinculante que realice la Corte Constitucional, la cual por expreso mandato de los
artículos 3, 4 y 241 superiores, da alcance a los derechos fundamentales y al propio texto constitucional” [109] .

78. En esa misma línea, esta Corte ha establecido que el defecto por desconocimiento del precedente se configura cuando
“a pesar de existir un precedente vinculante y vigente, la autoridad judicial lo desconoce en un caso concreto sin ofrecer
una razón suficiente para apartarse” [110] .



Para establecer su configuración, el juez de tutela debe: “(i) establecer si existe un precedente que, por su similitud
fáctica y jurídica, era aplicable al caso concreto y distinguir las reglas decisionales; (ii) examinar si la providencia
judicial aplicó el precedente constitucional; y (iii) en caso de que no lo haya hecho, constatar si la providencia judicial
justificó de forma válida y suficiente la razón por la cual se apartaba del precedente” [111] .

79. La tercera fase de este análisis tiene relación directa con la carga de transparencia y de argumentación para separarse
de un precedente sin incurrir en un defecto por desconocimiento del mismo. Ahora, “las exigencias que representan estas
cargas varían dependiendo del precedente del que la autoridad judicial se pretenda apartar” [112] .

Específicamente, para el caso del precedente constitucional, la Corte Constitucional ha establecido que la carga de
transparencia exige “exponer de manera clara, precisa y detallada (a) en qué consiste el precedente del que se va a
separar, (b) las providencias que lo han desarrollado y (c) el modo en que ha tenido lugar su aplicación” [113] .

Mientras que la carga de argumentación impone “(a) presentar razones especialmente poderosas con capacidad de
justificar la separación y que excedan los simples desacuerdos y (b) explicar por qué tales razones justifican afectar los
principios de seguridad jurídica, igualdad, buena fe y coherencia” [114] .

7. Análisis del caso concreto 80. Previo a analizar el caso concreto, la Sala recordará las reglas jurisprudenciales
relacionadas con el derecho a la seguridad social, el principio constitucional de condición más beneficiosa en el
reconocimiento de prestaciones pensionales y el defecto por desconocimiento del precedente.

Tabla 6. Resumen de las reglas jurisprudenciales estudiadas en el presente caso Derecho a la seguridad social -
Corresponde al conjunto de medidas que buscan garantizar que las personas y sus familias puedan afrontar riesgos
sociales que impidan el normal desarrollo de sus actividades laborales y personales.

- Es irrenunciable. - Las pensiones son mecanismos para la materialización del derecho a la seguridad social. Estas
buscan garantizar los derechos a la dignidad humana, mínimo vital, seguridad social y vida digna de las personas. Lo
anterior a través de brindar las condiciones materiales más elementales.

- La pensión de invalidez es una prestación económica que reciben los afiliados al Sistema General de Pensiones que
sufren una enfermedad o accidente de origen común o laboral, que anula o disminuye su capacidad laboral. Esto con el
objetivo de proveer un ingreso que garantice sus necesidades básicas.

Principio de condición más beneficiosa - Por regla general, el régimen aplicable para el reconocimiento de la pensión de
invalidez es aquel que estuviese vigente al momento de la estructuración de la invalidez. Sin embargo, bajo el principio
de condición más beneficiosa, es posible aplicar un régimen previo a la estructuración de la contingencia.

- Este principio tiene fundamento en el artículo 53 superior y su finalidad es salvaguardar las expectativas legítimas de
los afiliados cuando (i) se modifican o adicionan los requisitos para acceder a la pensión y (ii) el legislador no prevé un
régimen de transición.

- En virtud del principio de condición más beneficiosa es posible aplicar el número de semanas de cotización establecido
por el Acuerdo 049 de 1990 de manera plusultractiva. Sin embargo, esto solo se puede dar respecto de aquellos
solicitantes que se encuentran en una situación de vulnerabilidad.

- Si bien en un momento esta Corporación acudió al test de procedencia para acreditar la situación de vulnerabilidad del
solicitante, recientemente se ajustó la jurisprudencia constitucional y se concluyó que la acreditación de la situación de
vulnerabilidad se debe hacer en concordancia con el principio de libertad probatoria.

Defecto por desconocimiento del precedente - El precedente hace referencia a la sentencia o grupo de ellas emitidas en
un caso anterior que, por su pertinencia y semejanza, deben considerarse al momento de emitir un fallo. Este tiene



fundamento en los principios de seguridad jurídica, igualdad y legalidad.

- Las autoridades judiciales, incluidos los órganos de cierre de las jurisdicciones, deben respetar la interpretación
vinculante que realice la Corte Constitucional, pues esta da el alcance a los derechos fundamentales y al propio texto
constitucional.

- Las autoridades judiciales incurren en defecto por desconocimiento del precedente cuando, a pesar de existir un
precedente vinculante y aplicable al caso, deciden apartarse del mismo sin ofrecer una razón suficiente.

- Para apartarse del precedente, la autoridad judicial deberá cumplir con las cargas de trasparencia y argumentación.
Estas resultan más exigentes cuando se trata del precedente constitucional.

81. A continuación, la Sala verificará los hechos probados en el presente asunto y, enseguida, analizará las vulneraciones
a los derechos fundamentales de la accionante. A partir del material probatorio recaudado, la Sala encuentra probado lo
siguiente:

(i) Patricia nació el 29 de junio de 1952 [115] , por lo que tiene 73 años [116] . (ii) Efectuó aportes en pensión al ISS
desde el 13 de noviembre de 1973 hasta el 31 de marzo de 2005. Al momento de la solicitud de la indemnización
sustitutiva de la pensión de vejez, Colpensiones reconoció que la accionante cotizó 452 semanas [117] .

(iii) Para el 1 de abril de 1994, la accionante había cotizado más de 300 semanas [118] . (iv) Mediante Resolución N.
021998 de 2008, el ISS le concedió a la accionante indemnización sustitutiva por $2.579.220 [119] .

(v) El 4 de noviembre de 2020, Colpensiones emitió calificación de pérdida de capacidad laboral y determinó que la
accionante tenía una pérdida de capacidad laboral del 80.20%, la cual se estructuró el 10 de abril de 2013 [120] . Al
respecto, indicó que la accionante fue diagnosticada con osteoporosis no especificada, osteomielitis crónica, traumatismo
del nervio ciático al nivel de la cadera, trastorno mixto de ansiedad y depresión, neuromielitis óptica, ceguera de ambos
ojos y atrofia óptima. Además, estableció que requiere de terceras personas para realizar sus actividades diarias [121] .

(vi) Los ingresos del hogar de la accionante derivan del dinero entregado por los hermanos de su esposo y por sus hijos,
según sus posibilidades, lo cual corresponde a cerca de $500.000 [122] .

Sin embargo, los gastos de su hogar ascienden a cerca de $800.000. Adicionalmente, su esposo está dedicado a su
cuidado, por lo que no le es posible trabajar [123] .

(vii) La accionante presentó proceso ordinario laboral en contra de Colpensiones, en el cual la pretensión principal fue el
reconocimiento de la pensión de invalidez, en virtud del principio de condición más beneficiosa.

(viii) En sentencia de primera instancia, el Juzgado 018 Laboral del Circuito de Cali condenó a Colpensiones a reconocer
y pagar a favor de la accionante pensión de invalidez desde el 10 de abril de 2013, por un valor de 1 SMMLV. Sin
embargo, al resolver el grado jurisdiccional del consulta, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali – Sala Primera
Laboral decidió revocar la sentencia de primera instancia y, en su lugar, declarar probadas las excepciones de
inexistencia de la obligación y carencia de derecho. La Sala de Descongestión n.°1 de la Sala de Casación Laboral de la
Corte Suprema de Justicia no casó la sentencia de segunda instancia.

82. La Sala debe recordar que la postura de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia respecto de la
norma aplicable para el reconocimiento pensional a efectos de garantizar el principio de condición más beneficiosa, no
es manifiestamente inconstitucional, ni desconoce dicho principio [124] . Sin embargo, resulta desproporcionada y
contraria a los derechos fundamentales a la seguridad social, mínimo vital y vida en condiciones dignas, cuando quien
pretende acceder al reconocimiento pensional es una persona vulnerable [125] . En consecuencia, la Corte Constitucional
ha reiterado de manera pacífica que para aquellos solicitantes en situación de vulnerabilidad y cuando sea evidente la



afectación a sus derechos fundamentales, es posible aplicar de manera plusultractiva las disposiciones contempladas en
el Acuerdo 049 de 1990 [126] .

83. En este caso, la Sala evidencia que la Corte Suprema de Justicia – Sala de Casación Laboral – Sala de Descongestión
n.°1 incurrió en un defecto por desconocimiento de precedente en la Sentencia del 13 de noviembre de 2024, por medio
de la cual resolvió no casar la sentencia del Tribunal Superior de Cali que negó el reconocimiento pensional solicitado
por la accionante. Ello se debe a que la entidad accionada decidió apartarse del precedente establecido por la Corte
Constitucional respecto de la aplicación plusultractiva de las disposiciones del Acuerdo 049 de 1990 para el
reconocimiento pensional en aplicación del principio de condición más beneficiosa, por más de que este resultaba
aplicable al presente caso.

84. Lo anterior, se concluye en consideración a que la accionante es sujeto de especial protección constitucional por su
edad, su estado de salud y su condición socioeconómica. En efecto, aquella se encuentra en una situación de
vulnerabilidad que afecta sus derechos fundamentales, pues (i) es una adulta mayor; (ii) fue diagnosticada con una serie
de enfermedades crónicas y degenerativas [127] ;

(iii) presenta ceguera en ambos ojos; (iv) depende de terceros para realizar sus actividades diarias y (iv) no cuenta con
ningún tipo de ingreso propio, sino que los recursos para el sostenimiento de su hogar son resultado del dinero que pueda
ser suministrado por sus hijos y sus cuñados.

85. Por otro lado, la accionante cumplía con los requisitos establecidos por la jurisprudencia constitucional para la
aplicación plusultractiva de las disposiciones establecidas en el Acuerdo 049 de 1990. Esto toda vez que (i) cuenta con
una PCL del 80.20%, con fecha de estructuración del 10 de abril de 2013, en decir en vigencia de la Ley 860 de 2003;
(ii) la accionante no acreditó haber cotizado 50 semanas dentro de los tres años inmediatamente anteriores a la fecha de
la estructuración de la invalidez, pues se evidencia que su última cotización al Sistema General de Seguridad Social en
Pensiones fue el 31 de marzo de 2005 y (iii) para la fecha en la que entró en vigencia la Ley 100 de 1993, la accionante
acreditó haber cotizado 300 semanas al sistema pensional.

86. Si bien el precedente constitucional resultaba aplicable al presente caso, la Corte Suprema de Justicia – Sala de
Casación Laboral – Sala de Descongestión n.°1 decidió apartarse del mismo. Esa autoridad justificó dicha decisión en
que la aplicación plusultractiva del Acuerdo 049 de 1990 (i) desconoce que las leyes sociales son de aplicación inmediata
y, en principio, rigen hacia futuro;

(ii) resquebraja el valor de la seguridad jurídica respecto a la norma aplicable en detrimento de los intereses generales;
(iii) ignora la potestad de configuración legislativa de los sistemas pensionales y la temporalidad de los regímenes de
transición y (iv) altera la estabilidad y las proyecciones financieras, comprometiendo la realización de los derechos de las
generaciones futuras.

87. Adicionalmente, determinó que la jurisprudencia de la Sala de Casación Laboral ha establecido que el precedente de
la Corte Constitucional conduce a la “aplicación absoluta e irrestricta del principio de condición más beneficiosa e
impone reglas diferentes a las legales para el reconocimiento de la prestación” [128] , lo cual puede afectar la eficacia de
las reformas introducidas al sistema pensional [129] y desconoce los principios de aplicación en el tiempo de la
legislación de seguridad social [130] . No obstante, la Sala encuentra que dicha justificación no acredita el cumplimiento
de la carga de argumentación suficiente, exigida de acuerdo a las reglas jurisprudenciales previamente descritas, por las
razones que se exponen a continuación.

88. El cumplimiento del deber de transparencia. La Sala reconoce que la entidad accionada identificó el precedente
constitucional previsto en las sentencias SU-442 de 2016 y SU-556 de 2019 de la Corte Constitucional sobre la
aplicación plusultractiva del Acuerdo 049 de 1990 en virtud del principio de condición más beneficiosa e indicó que



dichas providencias permiten la operancia de este principio respecto de normativas diferentes a la inmediatamente
anterior a la fecha de estructuración de la invalidez.

89. El incumplimiento de la carga argumentativa. La Sala advierte que la motivación expuesta por la autoridad judicial
accionada no resulta suficiente para justificar apartarse del precedente constitucional. Ello por cuanto se fundamentó en
argumentos genéricos, ya que si bien invocó la temporalidad de las leyes sociales, el presunto quebrantamiento de
intereses generales, la configuración de los regímenes pensionales y la estabilidad financiera del sistema pensional, estas
formulaciones generales no fueron desarrolladas respecto del caso concreto.

90. En tal sentido, la Sala advierte que no bastaba con invocar el precedente de la Sala de Casación Laboral de la Corte
Suprema de Justicia para apartarse de la jurisprudencia de la Corte Constitucional, sino que debía exponerse una
motivación relacionada con la forma en que se justificaba, en el caso concreto, la afectación de los principios de
seguridad jurídica, igualdad, buena fe y coherencia al inaplicar el precedente constitucional que permite el
reconocimiento de la pensión de invalidez conforme a los requisitos previstos en el Acuerdo 049 de 1990, con
fundamento en el principio de condición más beneficiosa.

91. En efecto, no se acreditó cómo la aplicación de la interpretación de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema
de Justicia respondía a la situación de especial vulnerabilidad en la que se encuentra la accionante y contribuía a la
garantía efectiva de sus derechos fundamentales a la seguridad social, a la dignidad humana y al mínimo vital, en cuanto
sujeto de especial protección constitucional por su estado de salud y su condición socioeconómica. Además, la autoridad
judicial accionada no expuso razones que permitieran justificar el desconocimiento de las expectativas legítimas de la
accionante para acceder a la pensión de invalidez en aplicación del Acuerdo 049 de 1990, por cumplir los requisitos allí
previstos.

92. Finalmente, no se acreditó la ocurrencia de un riesgo o amenaza a la sostenibilidad financiera y, en todo caso, la Sala
de Descongestión n.° 1 de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia no argumentó por qué, en el caso
concreto, podía desconocerse la jurisprudencia constitucional sobre el hecho de que la sostenibilidad financiera del
sistema pensional no puede prevalecer sobre la protección de los derechos fundamentales de sujetos de especial
protección constitucional por su estado de vulnerabilidad.

93. En suma, los argumentos expuestos por la autoridad judicial accionada no son suficientes para justificar la decisión
de apartarse del precedente constitucional aplicable en la materia.

Principalmente, porque no evaluó la situación concreta de la accionante y no ponderó los argumentos para apartarse del
precedente constitucional en relación con la materialización efectiva de los derechos fundamentales de la demandante,
especialmente los de igualdad material y seguridad social. Por el contrario, expuso argumentos genéricos que no fueron
desarrollados en clave de justificar la inaplicación del referido precedente constitucional.

94. En este punto, la Sala insiste que, de acuerdo con la jurisprudencia constitucional, “las autoridades judiciales,
incluidos los órganos de cierre de las jurisdicciones, ‘deben respetar la interpretación vinculante que realice la Corte
Constitucional, la cual por expreso mandato de los artículos 3, 4 y 241 superiores, da alcance a los derechos
fundamentales y al propio texto constitucional” [131] .

Además, el precedente establecido por esta Corporación en relación con la aplicación del principio de condición más
beneficiosa no implica la solución de una controversia netamente legal, sino que corresponde a la definición del
contenido y alcance del derecho a la seguridad social [132] .

95. Por todo lo anterior, la Sala concluye que la Sentencia SLXXX-2024 del 13 de noviembre de 2024 incurrió en un
defecto por desconocimiento del precedente constitucional, lo cual implicó la vulneración de los derechos fundamentales



al debido proceso, igualdad, mínimo vital y seguridad social de la accionante, pues con la misma, se impidió el acceso a
la prestación pensional solicitada.

8. Conclusión y órdenes por proferir 96. En este caso, la Sala revocará la Sentencia del 23 de abril de 2025 de la Sala de
Casación Civil, Agraria y Rural de la Corte Suprema de Justicia, la cual confirmó la Sentencia del 20 de febrero de 2025
emitida por la Sala de Casación Penal – Sala de Decisión de Tutelas n.° 3 de la Corte Suprema de Justicia que negó el
amparo invocado. En su lugar, concederá el amparo de los derechos fundamentales de la accionante a la dignidad
humana, al mínimo vital, a la seguridad social y al debido proceso, por las razones expuestas en esta providencia.

97. En segundo lugar, dejará sin efectos la Sentencia del 13 de noviembre de 2024, proferida por la Sala de
Descongestión n.°1 de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, que no casó la sentencia del 21 de
octubre de 2022 dictada por el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali – Sala Primera Laboral , en el marco del
proceso ordinario laboral presentado por la accionante en contra de Colpensiones.

98. Por regla general, esta Corporación ha indicado que, en el marco de la acción de tutela contra providencias judiciales,
“al juez de tutela le corresponde estudiar la determinación del defecto específico y de considerarlo configurado, remitir
el caso al juez natural para que adopte la decisión definitiva” [133] . Sin embargo, también se ha establecido que, de
forma excepcional, es posible la adopción de una orden de reemplazo. Entre las situaciones en las que se ha adoptado
esta medida, se incluyen que la orden se requiera para asegurar una pronta solución de la controversia judicial, así como
se evidencie la necesidad de garantizar la protección efectiva de los derechos alegados [134] .

99. En este caso la Sala evidencia que (i) existe certeza sobre la titularidad del derecho pensional de la accionante, por
considerar que fue calificada con una pérdida de capacidad laboral del 80.20%, la cual se estructuró el 10 de abril de
2013 y que aquella cotizó 300 semanas antes de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993; y (ii) se acredita que la
accionante se encuentra en una situación de extrema vulnerabilidad por su avanzada edad, su situación de salud y la
precariedad económica en la que se encuentra, por lo que requiere la prestación con urgencia. En consecuencia, la Sala
no devolverá el expediente sino que adoptará la decisión de reemplazo.

100. De esta manera, la Sala sigue el precedente contenido en las sentencias SU-556 de 2019, SU-299 de 2022, SU-072
de 2024 y SU-174 de 2025 las cuales señalan que, en estos casos, “la sentencia de tutela solo puede tener un efecto
declarativo del derecho. Por ende, solo es posible ordenar el pago de mesadas pensionales a partir de la fecha de
presentación de la acción de tutela. Las demás reclamaciones o pretensiones económicas que puedan derivarse de la
prestación –tales como retroactivos, intereses e indexaciones– deberán ser tramitadas ante el juez ordinario laboral”
[135] .

En ese sentido, ordenará directamente a Colpensiones reconocer la pensión de invalidez de la accionante, a partir del 11
de febrero de 2025, fecha de presentación de la acción de tutela.

101. Ahora bien, en este evento se evidencia que el ISS, hoy Colpensiones, pagó a la accionante $2.759.220 M/Cte por
concepto de indemnización sustitutiva de pensión de vejez. Si bien la Corte ha establecido que el otorgamiento de la
indemnización sustitutiva no constituye un impedimento para el reconocimiento de la pensión de invalidez, en la medida
que se trata de “prestaciones completamente diferentes, que amparan diversos riesgos, y que contienen exigencias
disímiles” [136] , también ha reconocido que, en esos casos, el posterior reconocimiento de la pensión de invalidez no
puede causar un daño injustificado para la entidad encargada del reconocimiento y pago de la prestación pensional, ni
suponer un enriquecimiento patrimonial sin causa para el afiliado. En consecuencia, el afiliado tiene la obligación de
reintegrar los montos recibidos.

102. A tales efectos, la Corte Constitucional ha dispuesto, entre otras medidas, que (i) las Administradoras de Fondos de
Pensiones – AFP y los afiliados celebren acuerdos de pago para la devolución de tales montos [137] y (ii) también ha



habilitado a las AFP para descontar al afiliado lo pagado por concepto de indemnización sustitutiva de pensión de vejez
de las mesadas pensionales, “mes a mes, durante el tiempo que sea necesario y sin que se afecte su mínimo vital” [138] .

103. Por lo anterior, la Sala ordenará a Colpensiones y a la accionante celebrar un acuerdo de pago con el fin de que esta
última reintegre las sumas de dinero que efectivamente recibió por concepto de indemnización sustitutiva de la pensión
de vejez. Al respecto, el acuerdo que se celebre no puede afectar el mínimo vital de la accionante [139] . En caso de no
llegar a un acuerdo, se autorizará a Colpensiones a descontar el valor requerido mes a mes, durante el tiempo que sea
necesario y de la suma que deba cancelar a la accionante por la prestación pensional, sin afectar su mínimo vital, hasta
cubrir el total de la indemnización sustitutiva de pensión de vejez pagada [140] .

III. DECISIÓN En mérito de lo expuesto, la Sala Segunda de Revisión de la Corte Constitucional, administrando justicia
en nombre del pueblo y por mandato de la Constitución, RESUELVE PRIMERO .

REVOCAR la Sentencia del 23 de abril de 2025 emitida por la Sala de Casación Civil, Agraria y Rural de la Corte
Suprema de Justicia, la cual confirmó la Sentencia del 20 de febrero de 2025 emitida por la Sala de Casación Penal –
Sala de Decisión de Tutelas n.° 3 de la Corte Suprema de Justicia. En su lugar, TUTELAR los derechos fundamentales
de la accionante a la dignidad humana, la seguridad social, al mínimo vital y al debido proceso .

SEGUNDO. DEJAR SIN EFECTOS la Sentencia del 13 de noviembre de 2024, proferida por la Sala de Descongestión
n.°1 de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, la cual confirmó la sentencia de segunda instancia
de octubre de 2022 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Cali – Sala Primera Laboral, emitida en el marco del
proceso ordinario laboral presentado por la accionante en contra de Colpensiones .

TERCERO . ORDENAR a Colpensiones que, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la notificación de la
presente sentencia, reconozca la pensión de invalidez a la accionante a partir de la fecha de interposición de la acción de
tutela, esto es, el 11 de febrero de 2025 .

CUARTO. ORDENAR que, una vez reconocida la pensión de invalidez, Colpensiones y la accionante celebren un
acuerdo de pago con el fin de que esta última, sin afectar su mínimo vital, realice la devolución de las sumas de dinero
que efectivamente haya recibido por concepto de indemnización sustitutiva de la pensión de vejez. De no llegar a un
acuerdo, se AUTORIZA a Colpensiones a descontar el valor requerido por instalamentos mes a mes, durante el tiempo
que sea necesario y de la suma que deba cancelar a la accionante por la prestación pensional, sin afectar el mínimo vital
de la tutelante, hasta cubrir el total de la indemnización sustitutiva de pensión de vejez.

QUINTO. DESVINCULAR al Patrimonio Autónomo de Remanentes del Instituto de Seguros Sociales en Liquidación, a
Nathaly Guzmán Triviño, Linda Tatiana Vargas Ojeda, Juan David Valdés Portilla y Carlos Alberto Vélez Alegría del
trámite de la acción de tutela T-11.189.588, por lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.

SEXTO. Por Secretaría General de la Corte Constitucional, LÍBRESE la comunicación prevista en el artículo 36 del
Decreto 2591 de 1991. JUAN CARLOS CORTÉS GONZÁLEZ Magistrado LINA MARCELA ESCOBAR MARTÍNEZ
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[2] Ibidem. [3] Ibidem. [4] Ibidem. [5] Ibidem. [6] Expediente digital, archivo Link completo expediente.docx” y en este,
archivo “0003Expediente_digitalizado.pdf”, pág. 23.

[7] Expediente digital, archivo “0002Demanda.pdf”. [8] Expediente digital, archivo “0003Expediente_digitalizado.pdf”.
[9] Expediente digital, archivo “0002Demanda.pdf”.

[10] Expediente digital, archivo “Link completo expediente.docx”. [11] Ibidem. [12] Corte Suprema de Justicia, Sala de
Casación Laboral, Sentencia SL4276 de 2022.



[13] “ Por el cual se aprueba el Acuerdo número 049 de febrero 1° de 1990 emanado del Consejo Nacional de Seguros
Sociales Obligatorios”. [14] Ibidem.

[15] Expediente digital, archivo “0002Demanda.pdf”. [16] Ibidem. [17] Expediente digital, archivo “0004.Auto.pdf”.
[18] Expediente digital, archivos “0024Auto.pdf” y “Link completo expediente.docx” y en este, archivos
“0001Acta_de_reparto.pdf” y “0006Anexos.pdf”.

[19] Expediente digital, archivo “0016Memorial.pdf”. [20] Expediente digital, archivo “0012Memorial.pdf”. [21]
Ibidem. [22] Expediente digital, archivo “0010Memorial.pdf”.

[23] Expediente digital, archivo “0008Memorial.pdf”. [24] Expediente digital, archivo “0018Sentencia.pdf”. [25]
Ibidem. [26] Expediente digital, archivo “ 017EscritoImpugnacion.pdf ” [27] Expediente digital, archivo
“0004Fallo_de_tutela.pdf”.

[28] Ibidem. [29] Expediente digital, archivo “ 003 Informe_Reparto_Auto_14-Jul-
2025_Juan_Carlos_Cortes_Gonzalez.pdf ”. [30] Expediente digital, archivo “ 005 T-10957288_OFICIO_OPT-A-277-
2025_Pruebas.pdf ”.

[31] Expediente digital, archivo “004 T-10957288 Auto de Pruebas 28-Abr-2025.pdf”. [32] Respecto del Auto del 25 de
julio de 2025, se recibió respuesta por parte de Colpensiones. No obstante, la accionante no respondió el cuestionario
incluido en dicha providencia. Expediente digital, archivo “ 015 T-11189588 INFORME DE CUMPLIMIENTO Auto
25-Jul-2025.pdf ”.

[33] Expediente digital, archivo “ 012 Rta. Colpensiones II.pdf ”. [34] Expediente digital, archivos “ 023 T-11189588
Diligencia Declaracion de Parte .pdf ” y “ 024 T-11189588 Acta de Diligencia.pdf ”.

[35] Expediente digital, archivo “022 T11189588_Constancia_Busqueda_Base_Datos.pdf”. [36] Sistema de consulta
disponible en: https://www.adres.gov.co/consulte-su-eps?TermStoreId=960f36c8-4359-400d-a1c4-
c64822a1c720&TermSetId=7a5ebf5b-1ae4-47f4-809c-871601d8e258&TermId=eacf4314-5711-4dee-9e2e-
0d5b5f8a1af7 .

[37] Sistema de consulta disponible en: https://www.sisben.gov.co/paginas/consulta-tu-grupo.html . [38] Sistema de
consulta disponible en: https://www.sispro.gov.co/central-prestadores-de-servicios/Pages/RUAF-Registro-Unico-de-
Afiliados.aspx .

[39] Expediente digital, archivo “022 T11189588_Constancia_Busqueda_Base_Datos.pdf”. [40] Decreto 2591 de 1991.
Artículo 46 y siguientes. [41] Corte Constitucional, Sentencia T-289 de 2023.

[42] Artículo 1º del Decreto 309 de 2017 “Por el cual se modifica la estructura de la Administradora Colombiana de
Pensiones (Colpensiones)”.

[43] “ARTÍCULO 155. De la Institucionalidad de la Seguridad Social y la Administración del Régimen de Prima Media
con Prestación Definida . […] Adicionalmente créase una empresa industrial y comercial del Estado del orden nacional,
con personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio independiente, vinculada al Ministerio de la Protección
Social, denominada Administradora Colombiana de Pensiones, Colpensiones, cuyo objeto consiste en la administración
estatal del régimen de prima media con prestación definida incluyendo la administración de los beneficios económicos
periódicos de que trata el Acto Legislativo 01 de 2005, de acuerdo con lo que establezca la ley que los desarrolle.

Colpensiones será una Administradora del Régimen de Prima Media con Prestación Definida, de carácter público del
orden nacional, para lo cual el Gobierno, en ejercicio de sus facultades constitucionales, deberá realizar todas las
acciones tendientes al cumplimiento de dicho propósito, y procederá a la liquidación de Cajanal EICE, Caprecom y del



Instituto de Seguros Sociales, en lo que a la administración de pensiones se refiere. En ningún caso se podrá delegar el
reconocimiento de las pensiones. […]”.

[44] Expediente digital, archivos “0024Auto.pdf” y “Link completo expediente.docx” y en este, archivos
“0001Acta_de_reparto.pdf” y “0006Anexos.pdf”.

[45] En particular, el objeto del Patrimonio Autónomo de Remanentes del Instituto de Seguros Sociales en Liquidación,
en virtud del contrato de fiducia mercantil n.° 015 del 15 de marzo de 2015 celebrado entre el Instituto de Seguros
Sociales en Liquidación y Fiduagraria S.A., es: “ es la administración y enajenación de los activos que le sean
transferidos, la administración, conservación, custodia y transferencia de los archivos, la atención de las obligaciones y
remanentes y contingentes, así como la atención y gestión de los procesos judiciales, arbitrales o reclamaciones en curso
al momento de la terminación del proceso liquidatorio, y además, asumir y ejecutar las demás obligaciones remanentes a
cargo del Instituto de Seguros Sociales en Liquidación al cierre del proceso liquidatorio”. Disponible en:

https://www.issliquidado.com.co/quienes-somos/acerca-del-p-a-r-i-s-s . [46] Consideraciones parcialmente tomadas de
las Sentencias T-433 de 2023 y T-246 de 2023.

[47] Corte Constitucional, Sentencia T-400 de 2022. [48] Este test de procedencia es similar al que se estableció en la
sentencia SU-005 de 2018 respecto de la aplicación del principio de condición más beneficiosa para el reconocimiento
de pensiones de sobrevivientes.

[49] Corte Constitucional, Sentencia SU-038 de 2023. [50] Corte Constitucional, Sentencia SU-087 de 2025. [51] Corte
Constitucional, Sentencia SU-961 de 1999.

[52] Corte Constitucional, Sentencias SU-217 de 2017, SU-123 de 2018, SU-111 de 2020 y SU-121 de 2022. [53]
Expediente digital, archivo “Link completo expediente.docx”.

[54] Corte Constitucional, Sentencia SU-056 de 2025. También pueden verse las sentencias SU-227 de 2021 y SU-072
de 2024, entre otras. [55] Corte Constitucional, Sentencia SU-087 de 2025.

[56] Ibidem. [57] Ibidem. [58] Ibidem. [59] Ibidem. [60] Ibidem. [61] Ibidem. [62] Ibidem. [63] Lo anterior como se
estableció en la Sentencia SU-087 de 2025, en la cual se estudiaron dos casos de tutela contra providencia judicial en
contra de sentencias de casación por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en procesos ordinarios
laborales en los cuales se solicitaba el reconocimiento de pensión de invalidez en aplicación del principio de condición
más beneficiosa. Al respecto, los accionantes alegaron que las decisiones cuestionadas vulneraron sus derechos al decidir
desconocer el presente constitucional sobre la materia.

[64] Corte Constitucional, Sentencia SU-388 de 2023. [65] En este apartado se retoman las consideraciones presentadas
en las Sentencias C-197 de 2023, SU-087 de 2025 y T-214 de 2025.

[66] Corte Constitucional, Sentencia C-197 de 2023. Reiterado en la Sentencia T-214 de 2025. [67] Ibidem. [68] Corte
Constitucional, Sentencia T-447 de 2024.

[69] Ibidem. [70] Corte Constitucional, Sentencia C-197 de 2023. Reiterado en la Sentencia T-214 de 2025. [71] Corte
Constitucional, Sentencia SU-087 de 2025.

[72] Corte Constitucional, Sentencia T-398 de 2013, reiterado en las Sentencias C-197 de 2023 y T-214 de 2025. [73]
Corte Constitucional, Sentencia C-197 de 2023. Reiterado en la Sentencia T-214 de 2025.

[74] Ibidem. [75] Corte Constitucional, Sentencia SU-087 de 2025. [76] Ibidem. [77] Ibidem. [78] En este apartado se
retoman las consideraciones presentadas en las Sentencia SU-087 de 2025 y SU-174 de 2025.



[79] Como requisitos para acceder a la pensión de invalidez se contemplaba: 1. Ser inválido permanente total o inválido
absoluto o gran inválido. 2. Haber cotizado para el Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte, (i) ciento cincuenta (150)
semanas dentro de los seis años anteriores a la fecha del estado de invalidez, o (ii) trescientas semanas (300), en
cualquier época, con anterioridad al estado de invalidez [80] El artículo 39 de la Ley 100 de 1993 en su versión original
establecía que los requisitos para acceder a esta prestación eran “a. Que el afiliado se encuentre cotizando al régimen y
hubiere cotizado por lo menos veintiséis (26) semanas, al momento de producirse el estado de invalidez. b. Que habiendo
dejado de cotizar al sistema, hubiere efectuado aportes durante por lo menos veintiséis (26) semanas del año
inmediatamente anterior al momento en que se produzca el estado de invalidez”.

[81] El artículo 1 de la Ley 860 de 2003 establece que “Tendrá derecho a la pensión de invalidez el afiliado al sistema
que conforme a los dispuesto en el artículo anterior sea declarado inválido y acredite las siguientes condiciones: 1.

Invalidez causada por enfermedad: que haya cotizado cincuenta (50) semanas dentro de los últimos tres (3) años
inmediatamente anteriores a la fecha de estructuración (…)”.

[82] Corte Constitucional, Sentencia SU-087 de 2025. [83] Ibidem. [84] Ibidem. [85] Corte Constitucional, Sentencia
SU-087 de 2025. [86] Ibidem.

[87] Ibidem. [88] Ibidem. [89] Ibidem. [90] Corte Constitucional, Sentencia SU-072 de 2024. Reiterado en la Sentencia
SU-087 de 2025. [91] Corte Constitucional, Sentencia SU-087 de 2025.

[92] Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, Sentencia SL2078-2021. [93] Corte Suprema de Justicia, Sala
de Casación Laboral, sentencia CSJ SL1884-2020.

Criterio reiterado en sentencias SL1938-2020, SL2547-2020, SL855-2021 y SL2078-2022. [94] Corte Suprema de
Justicia, Sala de Casación Laboral, sentencias SL5179-2020 y SL3554-2021.

[95] Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, sentencia SL726 del 2 de marzo de 2020. En igual sentido,
sentencias del 9 de diciembre de 2008, rad.

32642; del 30 de noviembre de 2016, rad. 547916; del 1° de marzo de 2017, rad. 52471, SL2111-2018, y SL-3769-2018.
[96] La Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia ha defendido dicha interpretación en las providencias
con los siguientes números de radicación:

28876 de 2007, 32642 de 2008, 37646 de 2010, 44417 de 2012, radicado 38674, 45506 de 2013, 42620 de 2013, 47022
de 2015, 47496 de 2015, 52560 de 2015 y 61944 de 2016, entre otras.

[97] Al respecto, consultar las Sentencias SU-442 de 2016, SU-556 de 2019, SU-299 de 2022, SU-038 de 2023, SU-072
de 2024 y SU-087 de 2025. [98] Corte Constitucional, sentencias SU-556 de 2019 y SU-174 de 2025.

[99] Corte Constitucional, Sentencia SU-174 de 2025. [100] Corte Constitucional, Sentencia SU-087 de 2025. [101]
Ibidem. [102] Ibidem. [103] En este apartado se retoman las consideraciones presentadas en las Sentencias SU-380 de
2021 y SU-087 de 2025.

[104] Corte Constitucional, Sentencia SU-053 de 2015. Reiterado en la Sentencia SU-087 de 2025. [105] Corte
Constitucional, Sentencia SU-087 de 2025.

[106] Corte Constitucional, Sentencia SU-380 de 2021. [107] Ibidem. [108] Ibidem. [109] Corte Constitucional,
Sentencia SU-087 de 2025. [110] Ibidem.

[111] Ibidem. [112] Ibidem. [113] Corte Constitucional, Sentencia SU-484 de 2024. Reiterado en la Sentencia SU-087 de
2025. [114] Ibidem. [115] Expediente digital, archivo “0003Expediente_digitalizado.pdf”.



[116] Expediente digital, archivo “ 023 T-11189588 Diligencia Declaracion de Parte .pdf ”. [117] Expediente digital,
archivo “0003Expediente_digitalizado.pdf”.

[118] Ibidem. [119] Ibidem. [120] Ibidem. [121] Ibidem, [122] Expediente digital, archivo “ 023 T-11189588 Diligencia
Declaracion de Parte .pdf ”.

[123] Ibidem. [124] Corte Constitucional, Sentencia SU-556 de 2019. [125] Ibidem. [126] Al respecto, consultar las
Sentencias SU-556 de 2019, SU-087 de 2025, entre otras.

[127] Osteoporosis, osteomielitis crónica, traumatismo del nervio ciático, trastorno mixto de ansiedad y depresión,
neuromielitis óptica, ceguera en ambos ojos y atrofia óptica.

[128] Expediente digital, archivo “0003Expediente_digitalizado.pdf”. [129] Ibidem. [130] Ibidem. [131] Corte
Constitucional, Sentencia SU-087 de 2025.

[132] Ibidem. [133] Corte Constitucional, Sentencia SU-049 de 2024. [134] Ibidem. [135] Corte Constitucional,
Sentencia SU-072 de 2024. [136] Corte Constitucional, Sentencias SU-317 de 2021 y SU-070 de 2024.

[137] Corte Constitucional, Sentencia SU-072 de 2024. [138] Corte Constitucional, Setencia SU-556 de 2019, SU-072
de 2024 y SU-174 de 2025. [139] En la Sentencia SU-317 de 2021 se adoptó una orden similar. En particular, en el
resolutivo cuarto se establece que: “ CUARTO.

ORDENAR que, una vez reconocida la pensión de vejez, Colpensiones y el señor Gonzalo Arturo Triviño Quiroga
celebren un acuerdo de pago con el fin de que este último, sin afectar su mínimo vital, realice la devolución de las sumas
de dinero que efectivamente haya recibido por concepto de indemnización sustitutiva”. Asimismo, en la Sentencia SU-
072 de 2024 se ordenó: “ CUARTO. ORDENAR que Porvenir S.A. y el accionante celebren un acuerdo de pago con el
fin de que este último realice la devolución de las sumas de dinero que efectivamente haya recibido por concepto de
devolución de saldos”.

[140] En la Sentencia SU-556 de 2019 se adoptó una orden similar. En particular, en el resolutivo quinto se establece
que: “ Quinto.- ORDENAR a Colpensiones que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación del presente fallo
reconozca la pensión de invalidez al señor Fabio Campo Fory y, en consecuencia, realice el pago de las mesadas
pensionales, de conformidad con lo expuesto en la parte considerativa de esta providencia. Lo anterior, sin perjuicio que
de la mesada pensional del señor Fabio Campo Fory descuente, mes a mes, durante el tiempo que sea necesario y sin que
se afecte su mínimo vital, el valor actualizado del monto cancelado por concepto de indemnización sustitutiva de la
pensión de vejez”.

Fuente: Corte Constitucional, relatoría oficial. Documento original:
Copia de consulta hecha el 1 de octubre de 2026 desde el texto oficial publicado por la Corte Constitucional. Es informativa: el
texto que vale es el que publica la Corte Constitucional.


